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afrodescendientes, incorporando los saberes y prácticas de la medicina tradicional ejercidos por las mujeres. 
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Introducción 
 

Los cambios en las relaciones de género y en la situación de las mujeres que ha 

presenciado la sociedad uruguaya en su historia han sido verdaderamente relevantes. En 

particular, Uruguay se ha caracterizado en América Latina por su “excepcional” 

temprana consagración de los derechos civiles, políticos y sociales de las mujeres. Sin 

embargo, aunque en algunas esferas las brechas de desigualdad se han ido reduciendo  

hasta nuestros días, acercándose a una situación de igualdad “de facto”–como en el caso 

de la educación-, en otras permanecen distancias enormes –por ejemplo, en referencia a 

la autonomía económica y la participación política de las mujeres. Asimismo, en la 

actualidad el país enfrenta en desafío de dar cuenta de transformaciones recientes a 

nivel transnacional y sus impactos -como la globalización y su modificación de los 

fenómenos migratorios-.  

Desde la restauración democrática en el año 1985, existió una movilización importante 

de las organizaciones de mujeres y feministas en pos de incluir sus demandas en la 

agenda pública. Paulatinamente el Estado uruguayo ha ido reconociendo la existencia de 

las desigualdades de género y asumiendo la necesidad de desarrollar acciones para 

revertirlas. Los procesos que tuvieron lugar a nivel internacional a partir de la  década 

del 70’ -las conferencias de las Naciones Unidas de 1975 (México) y 1985 (Nairobi) y  

Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Contra la 

Mujer (1979)2-  fueron instrumentos clave para presionar a los gobiernos a actuar en 

este sentido y en el año 1987 se crea en Uruguay la primera institucionalidad de género 

en el Estado uruguayo, el Instituto Nacional de la Mujer en el marco del Ministerio de 

Educación y Cultura.   

El país  ha asumido desde entonces un compromiso con las normativas internacionales 

más importantes en la materia aunque con logros dispares en su cumplimiento: 

Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y erradicar la Violencia contra la 

mujer (Belén Do Pará, 1994)3; Conferencia Internacional sobre la Población y el 

Desarrollo (Cairo, 1994); Declaración de Beijing adoptada en la Cuarta Conferencia 

Mundial sobre la Mujer de la Organización de Naciones Unidas (ONU, 1995); 

Protocolo Facultativo de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de 

                                                             
2Ratificada por Uruguay en 1981.  
3Ley 16.735 del 05/01/1996. 
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discriminación contra la mujer de la ONU (1999)4; la Declaración del  Milenio de la 

Asamblea General de las Naciones Unidas (Nueva  York, 2000). En el plano regional, 

se participó de las Conferencias regionales sobre la Mujer de América Latina y el 

Caribe de  la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL) y se 

firmó el Consenso de Quito (2007), Consenso de Brasilia (2010) y Consenso de 

Montevideo sobre Población y Desarrollo (2013).  

En términos de elaboración de políticas públicas y de fortalecimiento de la 

institucionalización de género en el Estado, se produjo un salto importante -que se pone 

en evidencia en el informe- a partir de la asunción del primer gobierno de un partido de 

izquierda al gobierno, el Frente Amplio, con dos periodos consecutivos de presidentes 

electos por dicha fuerza política (2005-2010, Tabaré Vázquez5; 2010-2015, José 

Mujica). En este marco se impulsaron fuertemente las políticas sociales en general, a 

partir de la creación del Ministerio de Desarrollo Social, las cuales fueron facilitadas 

además por el período de bonanza económica que ha venido atravesando el país.   

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                             
4 Ratificado por Uruguay por la Ley 17.338 del 18/05/2001. 
5 No obstante, aunque será retomado más adelante en este trabajo, cabe hacer una mención aquí al hecho 
de que en el gobierno de Vázquez se generó un importante freno a una de las demandas más potentes de las 
organizaciones feministas, la interrupción del embarazo por voluntad de la mujer, debido al veto 
presidencial sobre la despenalización del aborto voluntario. 
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1. Autonomía económica e igualdad en la esfera laboral 
 

En Uruguay el mercado de empleo presenta importantes déficit en términos de igualdad 

de género, configurando una deuda que se agrava en algunos colectivos de mujeres. 

Como se observará en los sub ítems siguientes de este apartado, a pesar de que se 

observan avances en esta materia, la reproducción de estereotipos de género afecta 

seriamente los niveles de autonomía y bienestar a los que acceden las mujeres, lo que se 

observa particularmente al asociar la dimensión reproductiva y del cuidado a la 

generación y mantenimiento de ingresos.  

Sin embargo, la participación de las mujeres en ámbitos clave de decisión ha logrado 

importantes cambios que han implicado mejoras en términos de la equidad de género, 

marcando no obstante que aún queda mucho camino por recorrer para llegar a la 

igualdad. El gran debe del período está en la órbita de los cuidados, donde si bien se 

proyectó la creación de un sistema que contemplaba su provisión, éste no fue 

implementado. 

 

1.1 Participación y regulación laboral de las mujeres 

 

En este punto, resulta fundamental retomar las negociaciones salariales tripartitas que, a 

partir de la segunda mitad de la década del 2000, comienzan a re convocarse, tras un 

largo período de suspensión que comprendió varios años. A partir del año 2005, el 

gobierno uruguayo convocó la realización de Consejos de Salarios entre trabajadores y 

trabajadoras, empresarios y empresarias y el Estado. Las primeras rondas de 

negociación tuvieron muy presente el tema salarial, y si bien éste continúa siendo 

fundamental, con el correr del tiempo se fueron presentando otros temas de negociación 

vinculados a las condiciones de vida de las y los trabajadores. 

En esta nueva etapa de negociación colectiva, a través de los convenios salariales 

comenzaron a instaurarse cláusulas que apuntaban al desarrollo de las oportunidades de 

las mujeres como trabajadoras, avanzando así en términos de equidad de género. 

Algunos de los temas tratados hacen referencia a: Protección a la maternidad, 

Complemento de Subsidios por maternidad, Duración de la licencia por maternidad, 
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Facilidades para la lactancia, Licencias por paternidad, Compensaciones Parentales, 

Capacitación de trabajadores con carga familiar, Suplemento por exámenes médicos 

preventivos y Licencia especial por hijo con discapacidad (CNS, 2013; Espino, 

Salvador y Galván, 2012). 

Como indicó en una entrevista concedida para este relevamiento Alma Fernández, 

coordinadora de Género y Equidad de la central única de trabajadores uruguaya (PIT-

CNT), "la negociación colectiva para nosotros fue un medio para avanzar en el tema de 

género, aunque seguimos teniendo problemas, como la equidad salarial (...) nosotros 

hemos avanzado algo, aunque no es suficiente; y después hemos tenido algunos 

convenios importantes con el tema de los cuidados, el tema de los cuidados hace 

también a un tema de avance en las condiciones laborales y en avance de la calidad de 

vida tanto para hombres como para mujeres. Creo que la negociación colectiva ha sido 

un avance en este  país porque realmente desde el punto de vista de políticas públicas no 

hemos visto nada más que anuncios". 

 

1.2 Participación de hombres y mujeres en el mercado laboral 

 

1.2.1 Brecha salarial entre mujeres y hombres 

 

La brecha salarial que se registra al analizar los ingresos que varones y mujeres perciben 

por hora de trabajo remunerado (considerando su ocupación principal), en los últimos 

años se ha mantenido prácticamente incambiada. Las mujeres reciben en el entorno del 

90 y 91% de lo que perciben los varones, lo que en parte se explica por factores como la 

concentración de las mujeres en ciertos tipos de ocupación (segregación ocupacional), 

dando paso a diferencias en los ingresos percibidos por varones y mujeres (Inmujeres, 

2013).  
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Cuadro 1. Relación de ingresos entre varones y mujeres por hora de trabajo en 

ocupación  principal (%). Período 2010-2012 

 

Año  

2010 90,3 

2011 90,4 

2012 91,2 

 

Fuente: Sistema de Información de Género-Inmujeres 

 

No obstante, si se analizan los ingresos percibidos en función de los años de estudio en 

educación formal distinguiendo el sexo, se observa que en ningún caso la educación 

genera iguales beneficios para varones que para mujeres, observándose la mayor brecha 

en el caso de las mujeres con un acumulado de 13 a 15 años de estudio. 

Asimismo, según los datos analizados por el Sistema de Información de Género de 

Inmujeres, se observa que únicamente cuando las mujeres trabajan en el sector público 

ganan en promedio más que los varones (lo cual se asocia a la concentración de las 

mismas en cargos profesionales). 

 

1.2.2 Cobertura de seguridad social de mujeres y hombres 

 

En 1995, se procesó una reforma de la seguridad social que a través de la ley 16.713 

cambió el sistema que administraba el Banco de Previsión Social (BPS). Con esta 

reforma se introducía un sistema mixto, que combinaba el sistema público de reparto 

con un pilar de capitalización individual administrado por las Administradoras de 

Fondos Previsionales (AFAP). La reforma incrementó a su vez la edad de retiro para las 

mujeres en cinco años para cada una de las causales (pasando a ser 60 años de edad por 

jubilación común y 70 años por edad avanzada), aumentando a su vez los años de 

servicios y la edad de acceso a la pensión a la vejez. Otra importante modificación de la 
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reforma fue el establecimiento del registro de historia laboral, que ató los beneficios 

jubilatorios a la formalización en el empleo (Busquets y Schenck, 2011). Estas 

modificaciones repercutieron en un descenso progresivo del número de jubilaciones y 

pensiones que se registraban anualmente, así como también comenzó a observarse que 

bajo esta normativa un porcentaje significativo de trabajadores y trabajadoras no 

lograría cumplir con los requisitos para alcanzar una jubilación, lo que repercutía con 

particular fuerza en el sector privado, los trabajadores de menores ingresos y las mujeres 

(Bucheli, Ferreira-Coimbra, Forteza y Rossi, 2006).  

A la luz de este diagnóstico, en junio de 2007 el gobierno del Frente Amplio promovió 

la realización del Diálogo Nacional sobre Seguridad Social, un ámbito de discusión en 

el que se convocó a diversos actores (gubernamentales, del sector empresarial, sindical, 

jubilados, pensionistas, representantes de partidos políticos, de instituciones de 

seguridad social, parlamentarios, académicos y actores de la sociedad civil) con el 

objetivo de generar insumos para futuras reformas en el plano de la seguridad social. El 

Diálogo se estructuró en cinco mesas, que abordaron los siguientes temas: demografía, 

inclusión y trabajo, protección social, cobertura y financiamiento. El género no se 

incluyó como un tema a tratar específicamente en una mesa de diálogo, por lo que a 

instancias de la CEPAL se trató en una mesa específica de asistencia no obligatoria en 

la que expusieron expertas de dicho organismo. Sin embargo, la situación particular de 

las mujeres a raíz de la ley 16.713 no se obvió en el debate, por lo que se buscó realizar 

cambios que las favorecieran en normativas posteriores. 

El proceso del Diálogo brindó los insumos que luego dieron origen a la ley 18.395, del 

24 de octubre de 2008, que modificó las causales de jubilación común, por incapacidad 

total y en el subsidio transitorio por incapacidad parcial y por edad avanzada. A su vez, 

esta ley creó un subsidio especial de inactividad compensada y estableció un cómputo 

ficto de servicios a las mujeres por “cargas de familia” (un año adicional de servicios 

por cada hija o hijo que haya nacido vivo o haya sido adoptado siendo menor o 

discapacitado/a, dentro de un máximo de cinco). 

Si bien, exceptuando esta última disposición, la ley se aplica por igual a mujeres y 

varones, con ella se buscaba atacar explícitamente uno de los efectos más nocivos de la 

reforma de 1995: la situación de riesgo en que colocaba a las afiliadas del sector privado 

con bajos ingresos. 
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En la práctica, tras la aplicación de esta ley se observó un aumento general de las altas 

jubilatorias que comprendió tanto a hombres como mujeres: sin embargo, los efectos 

fueron más pronunciados en las jubilaciones femeninas. En el año 2008, la cantidad de 

altas jubilatorias acumuladas de varones (9.605) era mayor que la de las mujeres 

(6.775). Pero en 2009, año en que la ley 18.395 entra en vigencia, fueron las mujeres 

quienes registraron el mayor número de altas jubilatorias (14.261 frente a 13.936), lo 

que a su vez representó una variación del 110.5% respecto a las altas jubilatorias 

femeninas del año anterior (Santos, 2011). En 2010 también se observó que fueron las 

mujeres quienes registraron el mayor número de altas jubilatorias, pronunciándose la 

diferencia con respecto a los varones que ya se veía en el año anterior (17.091 frente a 

14.798). 

No obstante, es menester tener en cuenta otros efectos, además del de la cobertura, que 

pueden tener las medidas que se adoptaron en esta área, particularmente en lo que han 

señalado las mujeres organizadas respecto a que se corre el riesgo de reforzar los 

estereotipos hegemónicos de feminidad, cayendo en el tipo de rol mediador-materno. En 

relación a la flexibilización jubilatoria, se ha indicado que "Estas medidas, si bien 

buscan reparar los años destinados al cuidado de la familia, deberían ir acompañadas de 

mensajes y medidas que promuevan la autonomía económica y el desarrollo pleno de 

las mujeres” (CNS Mujeres, 2009: 29). 

A su vez, y retomando aquí la perspectiva de las relaciones de género en cuanto a las 

desigualdades entre hombres y mujeres que se reflejan en el mercado de trabajo (por 

estar concebido idealmente en base a un trabajador masculino prototípico), en este plano 

además de las dificultades de articular el empleo con el trabajo dentro del hogar existen 

otros problemas persistentes para las mujeres, que en el período de actividad se 

manifiestan en brechas salariales, mayores tasas de desocupación, empleos de menor 

calidad, informalidad, etc. 

Esto se manifiesta, por ejemplo, en que si bien en números absolutos el porcentaje de 

mujeres de 60 años y más que reciben una jubilación es superior al de hombres (54,8% 

sobre 45,2%, respectivamente, a junio de 2010), al comparar estos datos con el del total 

de la población de ese tramo etáreo la proporción se invierte, lo que se explica por la 

feminización del envejecimiento (Berriel, Fernández y Rodríguez, 2010). Por otra parte, 

cuando se analiza la distribución de las mujeres dentro de la franja mínima de jubilación 
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y las pensiones de sobrevivencia, se observa que éstas representan el 57% de la primera 

categoría y el 99% de la segunda. 

Estos indicadores muestran parcialmente las dificultades que enfrentan las mujeres en el 

mercado laboral, dentro del marco de la formalidad (ya que al menos se encuentran 

cubiertas por el sistema). 

 

1.2.3 Tasas de actividad, empleo y desempleo de mujeres y hombres 

 

En los últimos años, se observa que las tasas de actividad y empleo femeninas se 

acercan al entorno de los veinte puntos porcentuales de diferencia con respecto a las 

masculinas. Las diferencias se observan para todos los tramos etáreos, y si se analiza la 

tasa de actividad de mujeres y varones en edad fértil según la presencia de niños/as 

menores de 12 años en el hogar, se comprueba que los varones aumentan en forma 

creciente su participación en el mercado laboral, mientras las mujeres la reducen 

(Inmujeres, 2013). 

Por otra parte, si se realiza un corte étnico racial de los datos, se observa que las tasas de 

actividad de mujeres y varones son más altas en las personas no afrodescendientes 

(ídem, 2013).  

En cuanto a la tasa de desempleo, se observa que la de las mujeres prácticamente 

duplica a la de los varones: nuevamente, si tomamos un corte étnico racial, se observa 

que las mujeres afrodescendientes son quienes presentan la tasa más alta de desempleo, 

superando tanto la de mujeres no afro, como la de varones afro y no afro (ídem, 2013). 
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Cuadro 2. Tasas de actividad, empleo y desempleo (período 2010-2012) 

 

Año  Tasa de actividad Tasa de empleo Tasa de desempleo 

Total Hombres Mujeres Total Hombres Mujeres Total Hombres Mujeres 

2010 62,9 73,1 54,0 58,4 69,3 48,9 7,2 5,3 9,4 

2011 64,8 74,7 55,8 60,7 71,0 51,3 6,3 4,8 8,1 

2012 64,0 73,5 55,6 59,9 69,8 51,1 6,5 4,9 8,3 

 

Fuente: Encuesta Continua de Hogares (INE). Cifras revisadas a agosto/setiembre de 

2013. 

 

1.2.4 Mercado formal y trabajadoras domésticas 

 

En el mercado de trabajo en Uruguay, existen tendencias que corroboran la persistencia 

de la división sexual del trabajo, que pueden observarse en mecanismos que establecen 

tanto la segregación vertical como la horizontal. En cuanto a la primera, se observa que 

la proporción de varones ocupados como patrón resulta el doble que la de las mujeres en 

la misma categoría, y que la proporción de mujeres que se declara miembro del hogar 

no remunerado supera la proporción de varones en esta categoría (Inmujeres, 2013). 

En cuanto a la segunda, se observa que existe una fuerte concentración de mujeres en la 

categoría servicios sociales (50,6 % de mujeres frente a un 18,5 % de los varones), 

donde 1 de cada 4 mujeres afrodescendientes se encuentra empleada en el trabajo 

doméstico (ídem, 2013).  

En cuanto a los esfuerzos por lograr la formalización del mercado de trabajo, cabe 

recordar aquí que a partir de la segunda mitad de la década del 2000 se aprobaron 

iniciativas tendientes a lograr este objetivo, una de las cuales fue la regulación del 

trabajo doméstico a través de la ley 18.065 en 2006. Éste es un sector conformado por 

mujeres prácticamente en su totalidad (el porcentaje de mujeres supera ampliamente el 

90%) que a partir de la aprobación de la ley tuvo un incremento importante en su grado 
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de visibilización y formalización, lo que brindó a las empleadas domésticas beneficios 

de los que ya gozaban otros trabajadores y trabajadoras, como el subsidio por 

desempleo: de hecho, desde que comenzó el proceso de formalización del sector, la 

participación de las mujeres en el Seguro por Desempleo aumento un 6% (Santos, 

2011). 

 

1.3 Porcentaje de mujeres y hombres sin ingresos propios  

 

Según señala el Sistema de Información de Género (en base a datos de la Encuesta 

Continua de Hogares 2012), la proporción de mujeres mayores de 14 años que no 

perciben ingresos propios supera en más del doble a los varones en esta situación; 15,7 

% frente a un 6,2 % para los varones. Si bien a medida que mejora la situación 

socioeconómica la brecha tiende a reducirse, se observan brechas de género en todos los 

quintiles de la población.  A nivel geográfico, aunque se observan brechas que 

perjudican a las mujeres en todo el país, la menor brecha se encuentra entre varones y 

mujeres que residen en la capital, Montevideo (6,7 % vs. 14,1 % respectivamente), y la 

más pronunciada en las personas que residen en localidades menores a 5.000 habitantes 

y zonas rurales (Inmujeres, 2013). 

La brecha también se acentúa entre las mujeres que viven en hogares con patrones más 

tradicionales (mujeres que viven en pareja sin hijos/as y biparental con hijo/a de 

ambos); y aquellas que se encuentran casadas o en unión libre (ídem, 2013). 

 

1.4 Vida laboral y responsabilidad familiar en relación al Convenio 156 de OIT  

 

El convenio 156 fue ratificado por Uruguay por Ley Nº 16.063 OIT de diciembre de 

1989, que establece la aprobación de los convenios internacionales destinados a 

garantizar determinados derechos humanos fundamentales incluyendo éste.  

El convenio establece que se debe “permitir que las personas con responsabilidades 

familiares que desempeñen o deseen desempeñar un empleo ejerzan su derecho a 
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hacerlo sin ser objeto de discriminación y, en la medida de lo posible, sin conflicto entre 

sus responsabilidades familiares y profesionales” y también la importancia de 

“desarrollar o promover servicios comunitarios, públicos o privados, tales como los 

servicios y medios de asistencia a la infancia y de asistencia familiar”. 

Las medidas destinadas a la construcción de un sistema de cuidados, aunque incipientes, 

van en la línea de implementar con políticas públicas concretas este punto, 

complementando la legislación antes mencionada.  

Además, en relación a la no discriminación, cabe resaltar:  

- la discriminación laboral por razones de sexo ha sido considerada por la 

legislación nacional a partir de la aprobación de la Ley Nº 16.045 (1989), que prohíbe 

toda discriminación que viole el principio de igualdad de trato y oportunidades para 

ambos sexos en cualquier sector de actividad 

- Ley Nº 18.868: “Se prohíbe exigir la realización o presentación de test de 

embarazo o certificación médica de ausencia de estado de gravidez, como requisito para 

el proceso de selección, ingreso, promoción y permanencia en cualquier cargo o 

empleo, tanto en la actividad pública como privada” (23 de diciembre de 2011).  

- En la misma línea resaltar el art. 16 y 17 de la Ley 11.577 estableció que el 

empleo de la trabajadora que ha dado a luz deberá ser conservado si retornare en 

condiciones normales. Si es despedida luego de su retorno o durante el embarazo, el 

empleador deberá abonar el equivalente a seis meses de sueldo más la indemnización 

legal que corresponda.Esta norma otorga un beneficio de estabilidad relativa a favor de 

la trabajadora que ha dado a luz, ya que impone una responsabilidad objetiva al imponer 

al empleador su reintegro, pero lo que no dice la norma es por cuánto tiempo debe 

hacerlo. 

El convenio  señala asimismo que “deberán adoptarse todas las medidas compatibles 

con las condiciones y posibilidades nacionales para: a. permitir a los trabajadores con 

responsabilidades familiares el ejercicio de su derecho a elegir libremente su empleo; b. 

tener en cuenta sus necesidades en lo que concierne a las condiciones de empleo y a la 

seguridad social”. 
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En relación a este último punto, se destaca la existencia del cómputo por hijo para las 

mujeres para la jubilación, que se mencionaba en el apartado sobre seguridad social. 

No obstante lo establecido formalmente, entre algunas actoras sociales existe la 

percepción de que si bien se ratificó el convenio, no existe una traducción satisfactoria 

del mismo en el ámbito de las políticas públicas de cuidado.  

Como señaló Alma Fernández en entrevista realizada para este relevamiento, se trata de 

"un convenio como otros tantos que el estado ha ratificado, pero después cuando se 

tiene que traducir en políticas no existe; también tenemos que preguntar cuál es la 

responsabilidad social de las empresas, donde sabemos que realmente se ha ganado 

mucho [dinero], cómo se traduce eso en la responsabilidad. Es un convenio que 

realmente podría apostar al tema de los cuidados pero en el que realmente la prestación 

es prácticamente nula". 

 

1.5 Derecho al cuidado bajo la noción de prestación compartida  

 

1.5.1 Existencia de servicios sociales públicos y/o privados en relación a atención a: 

niños/as; personas adultas mayores; personas con discapacidad y personas con 

enfermedades terminales  

 

La principal medida que se ha adoptado en relación a este indicador es el Sistema 

Nacional Integrado de Cuidados (SNIC) que se encuentra en su etapa de diseño. El 

inicio del proceso de la política se dio con la conformación de un Grupo de Trabajo 

(creado en el año 2010 por la Resolución Presidencial 863/010) que funciona en el 

ámbito del Gabinete Social y en el que participaron representantes del Ministerio de 

Desarrollo Social, Ministerio de Salud Pública, Ministerio de Trabajo y Seguridad 

Social, OPP, BPS, MEC, ASSE, INAU, INE y MEF. 

Para la construcción del sistema se inició la primera fase denominada como “Etapa de 

debate”, consistente en la apertura de instancias de participación ciudadana y de diálogo 

entre las organizaciones estatales involucradas, la sociedad civil y la ciudadanía en 



16 
 

general en todo el país, realizada entre los meses de setiembre y noviembre de 2011. Se 

realizaron nueve debates a nivel central, tres por población priorizada (infancia –con 

énfasis en niñas y niños de cero a tres años–, personas con discapacidad dependientes, y 

personas adultas mayores en situación de dependencia). En total participaron cerca de 

4000 personas en el proceso.  

Sin embargo, el impulso con el cual se lanzó al público la política generó  expectativas 

que luego no pudieron ser colmadas debido a que no se destinó el presupuesto necesario 

para comenzar la ejecución de las medidas previstas, como se reconoce desde el propio 

gobierno. Ante el anuncio de que estas medidas no se concretarían, distintas 

organizaciones la sociedad civil emitieron comunicados de cuestionamiento ante esta 

decisión -Aldeas infantiles, el Centro interdisciplinario de Estudios sobre el Desarrollo 

(CIEDUR), la organización Ciudadanías en Red (CIRE), las cooperativas Caminos, 

Mujer Ahora e Infancia Adolescencia Ciudadanía (IACI), la Red Género y Familia y la 

ONAJPU (jubilados)- destacando que no se logró avanzar más allá de un enfoque 

asistencial, a pesar de la vocación universalista del proyecto.  

No obstante, es importante que se haya incluido en la agenda gubernamental, 

comprometiendo a una multiplicidad de actores públicos bajo la noción de que los 

cuidados deben ser valorados y asegurados por todos los componentes: empresas, 

familias, Estado y varones y mujeres dentro de los hogares de manera corresponsable. 

Es decir, reconocer a los cuidados como un derecho no sólo de quienes los requieren 

sino también que pretende garantizar las condiciones de quienes cuidan. De allí que el 

sistema establezca 4 poblaciones objetivo: niños/as con énfasis entre 0 y 3 años; 

personas con discapacidad;  adultos/as mayores y cuidadores/as.  

Como establece el sitio web de la política:  

“Este sistema permitirá socializar los costos vinculados a las tareas de cuidado, así 

como generar servicios públicos, o bien estimular y regular la oferta privada. Busca, 

entre otras cosas, mejorar la oferta existente en materia de cuidados, tanto en calidad 

como en acceso, ampliar y crear servicios de cuidados, formalizar y formar a las 

personas que hoy se encuentran ocupadas en el sector de los cuidados y a quienes 

podrían ser potenciales trabajadores”. 
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Independientemente del SNIC, la matriz de protección social en Uruguay incluye 

prestaciones otorgadas por el sistema educativo y de cuidado infantil, el sistema de 

salud, el sistema de seguridad social y las políticas asistenciales. El sistema de cuidados 

que se está diseñando debería articular la oferta ya existente y crear nuevas opciones 

para cubrir demandas que todavía no son atendidas o lo son insuficientemente en 

términos de cantidad y/o calidad. A continuación se repasa alguna de la oferta de 

servicios públicos existentes por población.  

En términos de licencias laborales que permiten la conciliación entre el empleo y las 

responsabilidades familiares vinculadas al cuidado infantil se limitan al período de 

maternidad y paternidad y lactancia, no existen disposiciones legales para el cuidado de 

los hijos (las llamadas licencias parentales). El funcionariado público pueden disponer 

de una “licencia especial”, hasta por 30 días, con goce de sueldo en casos debidamente 

justificados. Si es por un plazo mayor será sin goce de sueldo (artículo 37 de la ley 

16.104) (Salvador, 2011).  

Normativa licencias maternidad, paternidad y lactancia:  

- Ley Nº 17.215 (24/9/999) Normas que comprenden a toda trabajadora pública o 

privada que se encontrare en estado de gravidez o período de lactancia. 

- Ley Nº 17.292 “Administración pública y empleo, fomento y mejoras” (25 de 

enero de 2001), incluye en la sección V la licencia especial para los funcionarios 

públicos y trabajadores privados que adopten menores.  

- Ley  Nº 17.930 de Presupuesto Nacional para el periodo 2005 - 2009 en su 

artículo 26 establece una licencia por paternidad en la actividad pública (19 de 

diciembre de 2005). 

- Ley Nº 18.345  “Trabajadores de la actividad privada otorgamiento de licencias 

especiales para determinados casos” (11 de setimebre de 2008).  Establece licencia por 

paternidad, adopción y legitimación adoptiva en la actividad privada para el padre, en  

ocasión del nacimiento de sus hijos, que comprenderá eldía del nacimiento y los dos 

días siguientes 

Las asalariadas del sector público gozan de una licencia por maternidad de 13 semanas 

y las del sector privado de 12, períodos inferiores a la recomendación 191 de 18 
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semanas que establece la OIT. Durante ese lapso reciben el subsidio por maternidad y 

luego tienen el beneficio de lactancia que para las trabajadoras del sector privado se 

limita a dos medias horas diarias y en el caso del sector público a media jornada. La 

extensión del período de lactancia en la práctica se aplica hasta los seis meses de edad 

del hijo, aunque podría ampliarse según indicación médica. Las licencias por 

paternidad, hasta el año 2008, solo existían para el sector público que desde 1989 

preveía tres días hábiles (ley 16.104) y que en diciembre de 2005 se ampliaron a 10 días 

hábiles (ley 17.930). A fines de 2008 se aprobó la licencia por paternidad para el sector 

privado de tres días corridos, asumiendo el costo de la licencia el empleador. En caso de 

adopción, la licencia para todos los trabajadores (hombres y mujeres) de la actividad 

pública y privada es de seis semanas (ley 17.292 de 2001); en el caso de los 

funcionarios públicos se trata de una licencia especial con goce de sueldo; en el caso de 

los trabajadores del sector privado se percibe un subsidio similar al previsto para la 

licencia de maternidad a cargo del Banco de Previsión Social (BPS) (Salvador, 

2011:49).  

Como se indicaba al comienzo del capítulo, en los convenios colectivos, distintos 

sectores de actividad han incluido cláusulas que contemplan la ausencia de licencias 

parentales o por enfermedad de un hijo o hija y que amplían los derechos vigentes en 

los beneficios de maternidad, paternidad y lactancia. También se establece la instalación 

de servicios de guardería. Las cláusulas relativas al período de lactancia consisten en la 

reducción del horario de trabajo (a la mitad o menos de la mitad), flexibilización del 

horario de entrada o salida, u otro beneficio como la entrega de complemento de leche 

materna. Por su parte, la licencia por enfermedad de un hijo o hija menor es un tema 

casi ausente en la negociación colectiva. En el sector salud (en dos convenios de 

empresa) se concede un día por cada situación de enfermedad de hijos de hasta 10 años, 

con un máximo de tres veces al año por hijo y dos días en caso de internación, sin límite 

de días. En otro convenio de empresa (en la industria de la bebida) se consideran 

inasistencias justificadas las de un día, provocadas por enfermedades de hijos menores 

de 15 años, con un límite de tres inasistencias en el semestre, sin perjuicio de 

autorizaciones especiales de acuerdo a cada caso. En un convenio de empresa (sector 

financiero privado) se establece el derecho para las funcionarias madres de disponer de 

tres horas mensuales para salidas por consultas médicas para sus hijos menores de un 

año. Con respecto a la provisión de servicios de guarderías son muy escasos los 
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convenios que suplen la ausencia de normas legales con este beneficio. Lo que existe es 

la contribución monetaria del empleador a la provisión del servicio porel sindicato —

sector financiero— o el pago de una suma en dinero al empleado —sector salud- 

(Salvador, 2011).  

 

-Existencia de servicios sociales públicos y/o privados en relación a: 

 

• Servicios de atención a niños/as 

 

En relación a la cobertura pública de servicios de cuidado para niños/as de 0 a 3 años, se 

destacan: los Centros de Atención Integral a la Infancia y la Familia (CAIF), que 

focalizan su oferta a los sectores de menores recursos; los centros infantiles (o centros 

de primera infancia), también del Instituto del Niño y el Adolescente del Uruguay 

(INAU) que atienden a niños y niñas de 0 a 4 años; el programa Nuestros Niños de la 

Intendencia Municipal de Montevideo (IM); y la educación inicial de la Administración 

Nacional de Educación Pública (ANEP). 

Ésta depende del Consejo de Educación Inicial y Primaria y está dirigida a niños y niñas 

de 3 a 5 años en diferentes modalidades: Jardines de Infantes Comunes, Jardines de 

Infantes Asistenciales, Jardines de Infantes de Ciclo Inicial, Grupos Familísticos y 

Clases Jardineras. Los Jardines de Infantes de Ciclo Inicial (JICI) integran la educación 

inicial y los dos primeros años de primaria (para niños de 3 a 7 años). Las Clases 

Jardineras están en las Escuelas Comunes donde hay grupos para 4 y 5 años. Mientras 

que la educación primaria atiende a la población de 6 a 13 años. Las Escuelas 

APRENDER (Atención Prioritaria en Entornos con Dificultades Estructurales Relativas, 

que anteriormente se denominaban de Contexto Sociocultural Crítico) y las Escuelas de 

Tiempo Completo (ETC) están dirigidas a niños y niñas en situación de mayor 

vulnerabilidad social. En el caso de las APRENDER que funcionan en jornadas de 

cuatro horas diarias se incorporó el Programa Maestros Comunitarios (PMC) para 

brindar mayor tiempo pedagógico a los niños y niñas con bajo rendimiento escolar, con 

problemas de asistencia, repetición, desvinculación, así como también a niños y niñasen 
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edad escolar que no han ingresado al sistema formal, al tiempo que se trabaja con las 

familias y las comunidades (Salvador, 2011). 

El programa Club de Niños de INAU (cogestionado en algunos casos con 

organizaciones de la sociedad civil) está dirigido a niños y niñas en condiciones de 

vulnerabilidad social y buscan desarrollar actividades socioeducativas, de promoción 

del aprendizaje, de recreación, deportivas y culturales. Trabajan en coordinación con los 

centros educativos formales de la zona de referencia, funcionan a nivel nacional y 

brindan varias prestaciones, entre ellas alimentación. El programa no tiene un criterio de 

distinción socioeconómica en el acceso pero exige que los niños y niñas que asistan 

estén asistan a la educación formal en cualquiera de sus modalidades. A los clubes 

gestionados por el INAU acceden niños y niñas de 6 a 12 años (Salvador, 2011).  

El siguiente cuadro ha sido elaborado por el equipo consultor que elaboró el documento 

base para la etapa de debate del SNIC y sistematiza el mapeo de servicios existentes en 

el país para la población de referencia:  

 

Fuente: Etcheberneet.al (2011:34).  
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• Servicios de atención a adultos/as mayores 

 

La matriz de protección social a población adulta mayor se compone por acciones 

realizadas fundamentalmente porel Ministerio de Salud Pública (MSP), el Ministerio de 

Desarrollo Social (MIDES) y el Banco de Previsión Social (BPS). Además, las Cajas de 

Jubilaciones, Bancaria, Notarial, Policial, Militar y Universitaria también administran 

sus propios sistemas de jubilaciones y pensiones. Aunque también se constatan a nivel 

de los Gobiernos Departamentales diversos programas de atención a esta población, 

aquí se repasan los esfuerzos realizados a nivel nacional y vinculados a las primeras 

instituciones.  

 

o Servicios de salud:  

• Ofrecidos en hospitales y centros de salud de la Administración de los Servicios 

de Salud del Estado de todo el país, donde se implementan programas como 

envejecimiento saludable, nutrición,inmunización y prevención de 

enfermedades. Dirigidos a personas de65 años y más que cuenten con el carné 

de asistencia de salud pública.  

• Centro Geriátrico Dr. Luis Piñeyro del Campo, también dependiente de ASSE, 

es el únicocentro socio-sanitario de atención integral a las personas adultas 

mayores en el país.Según Huenchuan y Paredes (2006, citados en Salvador, 

2011), el centro se encuentra en unproceso de reconversión de un modelo asilar 

a uno geriátrico, por lo que está implementandolas estadías diurnas. Además, 

cuenta con un servicio de cuidadores domiciliarios(Batthyány,Alesina yBrunet 

2007, citadas en Salvador, 2011).Se brindan servicios de corta, media y larga 

estadía, y se trabaja en la inserción familiar y comunitaria (Papadópulus y 

Felkin, 2011).  

• Prestaciones de seguridad social  brindados por el Banco de Previsión Social6:  

o jubilación común (60 años y más): para trabajadores y trabajadoras 

dependientes y patrones detodos los sectores (incluyendo domésticos y 

rurales) que hayan hecho losaportes correspondientes; 

                                                             
6 Sistematización tomada de Salvador (2011).  
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• jubilación por edad avanzada (65 años y más): si no cumplen con la cantidad de 

aportesexigidos, aunque tienen un mínimo de 25 años de contribución. Y, a 

partir de los 70años, se exigen 15 años de aporte; 

• pensión a la vejez (70 años y más): para personas que tienen escasos 

recursoseconómicos y no reciben otra prestación de pasividad. En el marco del 

Plan de Equidad se creó la asistencia a la vejez, que seotorga a las personas de 

65 a 70 años en situación de extrema pobreza y su monto es elmismo que el de 

las pensiones por vejez e invalidez; 

• pensión de sobrevivencia: es una ayuda económica que se entrega a partir 

delfallecimiento de un afiliado activo o pasivo y está destinada a los deudos. 

Sonbeneficiarias las personas viudas, hijos solteros menores de 21 o 18 años si 

ingresan almercado laboral, los hijos mayores o los padres incapacitados para 

todo tipo de trabajo. 

Además de las prestaciones monetarias, el BPS apoya con infraestructura y 

equipamiento así comocon capacitación técnica a 90 hogares para personas adultas 

mayores. Estas residencias sin fines de lucro atienden a una población de casi 3.500 

residentes, jubilados y/o pensionistas del BPS a los que se les retiene entre el 70 y el 

80% de su pasividad y se les brinda asistencia integral necesaria. Los hogares reciben 

población autoválida, que, en caso que devenga dependiente, continúa su alojamiento en 

estas mismas instituciones. A través de un programa específico de creación de “cupos 

cama”, se derivan habitantes del programa de soluciones habitacionales a Hogares 

cuando su situación de dependencia así lo requiere. El programa de soluciones 

habitacionalesconsta de una infraestructura de 165 complejos de vivienda que 

administra el BPS en todo el país; acceden jubilados auto válidos y co habitantes 

autorizados auto válidos.  El BPS cuenta también con una Línea de Préstamos Sociales 

de muy baja tasa de interés para prótesis y órtesis para jubilados y pensionistas de 

ingresos bajos  (Papadópulus y Felkin, 2011). 
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• Servicios de atención a personas con discapacidad7 

 

Las principales instituciones públicas que ofrecen servicios para la población con 

discapacidad son el MSP; ASSE; el MIDES a través del Programa Nacional de 

Discapacidad (PRONADIS); la ANEP; el BPS; el Instituto Nacional de Empleo y 

Formación Profesional (INEFOP) y el Instituto Nacional del Niño y el Adolescentes del 

Uruguay (INAU). Sin embargo, aunque son varias las instituciones involucradas, cada 

una de éstas aborda sectorialmente las necesidades de esta población -salud, educación, 

prestaciones de la seguridad social y programas de formación para facilitar el acceso al 

empleo, etc.-  

En términos de institucionalidad específica, se encuentra la Comisión Nacional 

Honoraria del Discapacitado (CNHD) quese dedica a la elaboración, estudio, evaluación 

y aplicación de los planes de política nacional de promoción, desarrollo, rehabilitación e 

integración social de las personas con discapacidad, creada en el marco de la N° 16.095 

(de octubre de 1989) que busca establecer un sistema de protección integral para las 

personas con discapacidad8. Para ello, debe promover la coordinación de la acción 

estatal en sus diversos servicios así como acciones desde el  Poder Ejecutivo y de los 

Gobiernos Departamentales. En 2005 se creó en el MIDES el Programa Nacional de 

Discapacidad (PRONADIS) cuyo objetivo es mejorar la calidad de vida de las personas 

con discapacidad, en especial de aquellas que se encuentran en situación de pobreza y 

exclusión social mediante acciones que promuevan su inclusión en la comunidad. En 

relación a los cuidados, se destaca el servicio telefónico de información sobre 

prestaciones y programas disponibles para las personas con discapacidad.  

Las Escuelas Especiales de ANEP (de 5 a 15 años) se presentan en dos modalidades: 

escuelas especiales y talleres protegidos y ocupacionales. La población beneficiaria son 

niños, niñas y adolescentes con discapacidades motrices, intelectuales, sensoriales o 

trastornos severos de conducta. 

Los centros de atención a niños y niñas con discapacidad del INAU están dirigidos a 

niños, niñas y adolescentes de 0 a 18 años con discapacidad intelectual o motriz, 

                                                             
7 Esta sección se elaboró en base a Salvador (2011) y  Bagnatoet.al (2011).  
8http://www.cnhd.org/que_es_la_cnhd.htm 
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evaluados por el Centro de Estudio y Derivación del INAU o derivados de otros 

servicios del sistema del Instituto. El programa es coejecutado por el INAU, el Instituto 

Nacional de Alimentación (INDA) y la Intendencia de Montevideo, y tiene convenio 

con 39 organizaciones sin fines de lucro. Su alcance es departamental (Montevideo). 

En la Administración de los Servicios de Salud del Estado (ASSE) existe el Programa 

SERENAR que apunta a mejorar, en todas las instituciones de salud pública del país,  la 

prevención, detección y atención temprana de discapacidades en niños y niñas nacidos 

en situación de riesgo en su desarrollo neurocognitivo. Se enfoca a la detección precoz y 

al tratamiento de las alteraciones psiconeurosensoriales de los lactantes y al seguimiento 

sistemático del niño hasta los 6 años. 

El BPS tiene un Programa de Especialidades y Malformaciones Congénitas en el marco 

de su Servicio Materno Infantil que atiende a las y los niños beneficiarios/as de las 

asignaciones familiares contributivas. El objetivo del programa es prestar tratamiento 

integral a los portadores de malformaciones congénitas y afecciones connatales y es 

ejecutado por el Departamento de Especialidades Médico Quirúrgicas (DEMEQUI) que 

aborda el diagnóstico, registro, tratamiento y rehabilitación de los pacientes. 

El Programa Deporte para personas discapacitadas promueve la prácticadeportiva en 

personas con discapacidad mediante la utilización de las plazas de deporte del 

Ministerio de Turismo y Deporte en todo el país. Su acceso no tiene criterios de 

distinción de edad ni socioeconómica. 

Los Servicios Sociales para personas con discapacidad ofrecidos por el BPS buscan 

promover la integración social y laboral de las personas con discapacidad, generando 

una efectiva equiparación de oportunidades y eliminación de barreras arquitectónicas. 

Está orientada hacia instituciones sin fines de lucro que prestan servicios a este grupo.  
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• Servicios de atención a personas con enfermedades terminales 

 

Los servicios existentes se vinculan a la provisión de servicios de salud a cargo de 

ASSE.  
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2. Fortalecer la ciudadanía de las mujeres 
 

Uruguay ha ratificado las principales normativas internacionales en materia de derechos 

humanos de las mujeres y género. Sin embargo, el fortalecimiento de la ciudadanía de 

las mujeres en el paíspresenta claroscuros, dependiendo de la dimensión que se tome en 

cuenta. Por un lado, se presenta un contexto favorable para algunas de las demandas 

feministas y de otros movimientos sociales como el de la diversidad sexual debido, 

entre otros factores, a la tradición laica que caracteriza a la sociedad, el Estado y el 

sistema político en general. Esto ha facilitado la aprobación de legislación que en países 

más conservadores se ha visto truncada resaltando la actuación del país, como el caso de 

la despenalización del aborto o del matrimonio igualitario. Sin embargo, si se examina 

la situación concreta de las mujeres, existe un déficit importante en términos de su 

autonomía económica –en particular, de algunos grupos como las mujeres 

afrodescendientes y las más pobres- mientras que en general la dimensión política de la 

ciudadanía es restringida, presentando el caso uruguayo uno de los peores desempeños 

en la región en representación femenina en cargos de poder.  

La aprobación de la ley de igualdad de oportunidades y derechos entre hombres y 

mujeres, la re-fundación del Instituto Nacional de las Mujeres en el Ministerio de 

Desarrollo Social y la implementación del Primer Plan de Igualdad de Oportunidades 

sin duda han sido elementos clave para impulsar acciones a nivel de todo el aparato 

estatal en la materia. Sin embargo, las políticas siguen siendo usualmente puntuales y 

fragmentarias, además de carecer de recursos suficientes para su cabal ejecución. 

Quizás uno de los ítems donde más se ha avanzado, aunque queda un camino por 

recorrer aún, ha sido precisamente en la producción de información desde un enfoque de 

género, condición claramente necesaria pero no suficiente. 

 

2.1 Compromisos internacionales en relación a la igualdad y no discriminación  

 

En Uruguay se ratificó la CEDAW en 1981 y se aprobó el Protocolo Facultativo en julio 

de 2001. No obstante, pasaron más de veinte años antes de que se presentaran los 

informes nacionales que se prevé se presenten periódicamente al Comité de CEDAW: 
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en 2007, Uruguay entregó el 4º, 5º, 6º y 7º Informe País, regularizando así el atraso en 

esta materia. 

 

2.2 Institucionalidad nacional de género  

 

En cuanto a la institucionalidad nacional de género, se cuenta con el Instituto Nacional 

de las Mujeres (Inmujeres) pero el mecanismo no presenta la jerarquización 

recomendada en las normativas internacionales dado que es una Dirección Nacional 

dentro del Ministerio de Desarrollo Social y no es una unidad ejecutora.  No obstante, 

su posición es actualmente relativamente mejor respecto a intentos anteriores de crear 

institucionalidad de género en el país. En 1987 por decreto del Poder Ejecutivo se creó 

el Instituto Nacional de la Mujer en la órbita del Ministerio de Educación y Cultura, 

organismo que dejó de funcionar en el cambio de gobierno de 1990. En 1991 el 

gobierno vuelve a instituirlo pero bajo el nombre de Instituto Nacional de la Mujer y la 

Familia, manteniéndolo en el mismo ministerio, donde permanece hasta 2005 cuando 

asume el gobierno del Frente Amplio. En ese momento se crea el Ministerio de 

Desarrollo Social a través de la Ley 17.860, incorporando al Instituto Nacional de la 

Mujer y la Familia al nuevo organismo. La Ley 17.930 le cambia el nombre por 

Instituto Nacional de las Mujeres.   

En términos generales, resulta interesante retomar aquí parte de lo que planteabaen la 

entrevista que le realizáramos para este relevamiento la ex senadora Margarita 

Percovich, integrante de la asociación civil Ciudadanías en Red, respecto a la dificultad 

de pensar los temas que se trabajan desde una agenda con perspectiva de género desde 

el Estado, ya que se requiere un abordaje integral para el que no está preparada la 

estructura estatal verticalista. 

"La batalla es muy grande, porque reformar un estado con una cabeza de integralidad 

como requieren nuestros problemas -y me parece que ese es uno de los grandes 

problemas que tenemos- [pauta] que los derechos podemos garantizarlos por ley pero 

después la aplicación en el territorio, en lo concreto de las instituciones requiere una 

complejidad muy grande para la que no está preparado el Estado. Y éste ha sido vertical 

en cada una de sus funciones en los ministerios, en las empresas públicas, en los 
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gobiernos departamentales, y lograr en el territorio la integralidad de la aplicación de los 

programas de las definiciones legislativas no es fácil, no es nada fácil", señaló.  

En este sentido, en el período más reciente no se identificó un liderazgo fuerte de 

Inmujeres para avanzar en la transversalización que apuntara hacia una mirada integral, 

con perspectiva de género, sobre las políticas dirigidas a garantizar los derechos.   

 

2.2.1 Desarrollo de materiales en temas de género y datos desagregados  

 

A nivel de los metadatos, el Instituto Nacional de Estadística (INE) desagrega las 

estadísticas por sexo (aunque los procesamientos periódicos que realiza y publica en 

formato de informe no siempre contemplan esta dimensión). Además de los datos que 

produce este organismo, existen otras iniciativas a destacar tanto en el nivel estatal 

como en la esfera de la sociedad civil, que se detallan brevemente a continuación. 

 

Nivel estatal 

El principal logro a destacar a nivel estatal en este punto es la creación, como un área 

del Instituto Nacional de las Mujeres, del Sistema de Información de Género (SIG). 

Desde dicho organismo se están produciendo estadísticas de género en base a 

información proveniente de diversos organismos del Estado y productores de datos tales 

como el Instituto Nacional de Estadística, Ministerio de Salud Pública, Oficina Nacional 

de Servicio Civil, Corte Electoral, Gobiernos Municipales, entre otros. El SIG reporta 

indicadores de género a nivel regional al Observatorio de Igualdad de Género de 

América Latina y el Caribe de CEPAL, y a nivel nacional al Observatorio Social de 

Programas e Indicadores del MIDES9 . 

Entre sus publicaciones se destacan los Cuadernos de Información de Género, definidos 

por el organismo como “documentos de trabajo que buscan profundizar en ciertas 

temáticas consideradas de interés estratégico en la búsqueda de la equidad de género y 

                                                             
9http://www.inmujeres.gub.uy/innovaportal/v/15091/6/innova.front/sistema_de_informacion_
de_genero (acceso 17/9/13) 
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donde se aprecian importantes brechas respecto al ejercicio de derechos de varones y 

mujeres” (ídem).  

Hasta la fecha, los Cuadernos publicados son:  

- Cuadernos del Sistema de Información de Género Nº1 “La población 

afrodescendiente en Uruguay desde una perspectiva de género” 

- Cuadernos del Sistema de Información de Género Nº2 “Desigualdades en los 

ingresos: ¿qué es de la autonomía económica de las mujeres?” 

- Cuadernos del Sistema de Información de Género Nº3 “En busca del pleno 

ejercicio de la ciudadanía: el lugar de las mujeres uruguayas en la toma de decisiones”,  

- Cuadernos del Sistema de Información de Género Nº4 "Contribuciones para 

comprender y medir la pobreza desde la perspectiva de género" 

Asimismo, el SIG elabora anualmente las Estadísticas de Género, una serie en la que se 

sistematizan los datos de la Encuesta Continua de Hogares desde la perspectiva de 

género para el contexto demográfico, educación, mercado de empleo, ingresos, salud, 

cuidados, participación política.  La elaboración de diagnósticos territoriales, otra línea 

de trabajo del SIG/Inmujeres, está permitiendo avanzar en la producción de diagnósticos 

específicos por departamento. También se generan desde esta institucionalidad 

materiales de divulgación más accesibles para todo público en diferentes temas.  

Otras publicaciones relevantes que surgen de la articulación entre el Estado (a través del 

Ministerio de Desarrollo Social fundamentalmente y en el marco del desarrollo de un 

Sistema Nacional Integrado de Cuidados- SNIC) y la academia (Universidad de la 

República, Facultad de Ciencias Sociales) es en el eje de temas vinculados a cuidados y 

corresponsabilidad. Entre las más recientes se destaca el estudio  “La población 

uruguaya y el cuidado: Análisis de representaciones sociales y propuestas para un 

Sistema de Cuidados en Uruguay” de Karina Batthyány (Coord.), Natalia Genta y 

Valentina Perrotta10. Para iniciar un debate social en torno al tema del SNIC (2011), se 

elaboraron una serie de “Documentos base” de trabajo por parte de consultores/as 

expertos/as sobre la situación de los cuidados en las tres poblaciones de interés para la 

política: Gabriela Etchebehere coordinó el equipo consultor sobre infancia; María José 

                                                             
10http://www.sistemadecuidados.gub.uy/innovaportal/file/23783/1/libro_snc01_v07_distribuc_digital.pdf 
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Bagnato, Heber Da Cunha y Beatriz Falero elaboraron el correspondiente a personas 

con discapacidad; y Jorge Papadópulos junto con Leonardo Falkinelcentrado en 

adultos/as mayores11. 

En relación al ámbito de la participación política, se destaca la articulación entre el 

Parlamento Uruguayo y el Instituto de Ciencia Política/Universidad de la República en 

relación a la sistematización de lo actuado por la Bancada Bicameral Femenina, 

presentado en la publicación “10 años de la Bancada Bicameral Femenina. De una 

minoría a una masa crítica”; este iniciativa con el apoyo de UNFPA/Naciones Unidas. 

Asimismo, otros organismos estataleshan realizado publicaciones en materia de género 

en sus áreas de interés, como por ejemplo:  

- “Develando velos… Sobre género y Drogas” (segunda ed, 2012); Junta Nacional 

de Drogas.  

- “¿NI-NI? Aportes para una nueva mirada”, Ministerio de Trabajo y Seguridad 

Social/ Ministerio de Desarrollo Social (2011) 

- “Género y Juventudes” (2011); Número temático de la Revista Mirada Joven; 

INJU/MIDES.  

Diferentes observatorios estatales presentan información sobre temas de la agenda de 

género -como el Observatorio Nacional  sobre violencia y criminalidad Uruguay del 

Ministerio del Interior que publica información estadística sobre violencia doméstica 

desde 2005- o datos desagregados por sexo sobre otros asuntos, como el Observatorio 

Social de Programas e Indicadores del Ministerio de Desarrollo Social; y el 

Observatorio del Mercado de Trabajo del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social.  

El Observatorio de Violencia y Criminalidad del MI presenta algunas falencias debido a 

la forma como se recogen los datos, como reconoce el propio ministerio. El registro de 

las denuncias y su calificación bajo una determinada figura es competencia de la 

repartición policial en la que la misma se presenta y luego las Jefaturas de Política 

departamentales envían mensualmente los datos al observatorio, excepto en los casos de 

Montevideo y Canelones en los cuales los partes policiales son cargados al sistema de 

Información que se encuentra en línea y al alcance del Observatorio. Este procedimiento 

                                                             
11http://www.sistemadecuidados.gub.uy/innovaportal/v/23312/1/innova.front/documentos_de_trabajo 
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implica que la calificación de la denuncia se realiza de acuerdo al criterio del personal 

policial y de las directivas que se le den en cada unidad policial dado que no existe un 

protocolo que defina conceptualmente el alcance de cada categoría y regule la 

calificación de las denuncias. En el caso de la violencia doméstica esto presenta una 

serie de dificultades dado que conviven normas penales y civiles,  la capacitación y 

perfil del funcionariado es disímil y existe una  categoría abierta que se denomina 

"conflictos familiares" de la cual no se conoce su alcance puesto que no está definido en 

ningún lado. Por lo tanto, los números con los que se cuenta no reflejan en toda su 

cabalidad el alcance del fenómeno, magnificando elsubregistro que lo caracteriza 

debido a la cantidad de hechos que no llegan a denunciarse. 

Las publicaciones realizadas desde la Universidad de la República (UdelaR) en los 

últimos años han sido de un volumen muy relevante, por lo que no es posible realizar 

aquí un repaso de todas. No obstante, cabe señalar que existe una Red Temática de 

Estudios de Género de la UdelaR y que, entre otras actividades, en el transcurso del 

2013 estará desarrollando una investigación sobre políticas universitarias de 

conciliación-corresponsabilidad y sobre violencia de género. 

 

Nivel sociedad civil 

Como emprendimientos de la sociedad civil en términos de producción de estadísticas 

de género se destaca la actividad desde 2007 del Observatorio de Género y Políticas 

Públicas de Salud Sexual y Reproductiva de la organización Mujer y Salud en 

Uruguay (MYSU), cuyo cometido es realizar un seguimiento y monitoreo de las 

políticas públicas en salud y género con especial foco en salud sexual y reproductiva, en 

el marco de los acuerdos internacionales del Sistema de Naciones Unidas que Uruguay 

ha asumido.   

Asimismo desde la sociedad civil se ha construido la página web 

www.infoviolencia.org.uy, un observatorio en línea de la violencia doméstica en 

Uruguay que surge del trabajo realizado por el Centro de Archivos y Acceso a la 

Información Pública (CAinfo) y la Red Uruguaya contra la Violencia Doméstica y 

Sexual (RUCVDYS) en el marco del proyecto "Más información. Mejor prevención. 

Acceso a la información pública sobre violencia doméstica en Uruguay". 
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Desde una mirada sobre Uruguay en clave regional, también es especialmente relevante 

el trabajo realizado por Cotidiano Mujer en la construcción del índice ISO-QUITO , que 

apunta a medir el grado de compromiso de los países de la región con el Consenso de 

Quito, a través de tres dimensiones cuantitativas: una relacionada con la paridad 

económica-laboral, otra con la paridad en los procesos de toma de decisión a través de 

la medición de la participación política y otra comprende el bienestar social de las 

mujeres. A ello se suma una cuarta dimensión cualitativa (que aborda institucionalidad 

de género, ratificación de acuerdos internacionales, normativa de interrupción del 

embarazo, licencias, etc.). Ello permite generar un ordenamiento de los países de 

acuerdo al grado de cumplimiento con Quito, el cual se actualiza y permite la 

comparación en el tiempo.   

 

2.2.2 Estudios del uso del tiempo  

 

En setiembre del 2007 la Encuesta Continua de Hogares del Instituto Nacional de 

Estadística (INE) incluyó un módulo básico sobre “Uso del tiempo y trabajo no 

remunerado”, el que se  realizó en el marco del Proyecto Uso del tiempo y trabajo no 

remunerado de las mujeres en  Brasil y países del Cono Sur 2006-2007, financiado por 

la Comunidad de Madrid y UNIFEM, y el apoyo técnico del Consejo Superior de 

Investigaciones Científicas de España (CSIC), siendo las contrapartes nacionales, el 

Instituto Nacional de Estadística (INE), el Departamento de Sociología de la Facultad 

Ciencias Sociales (DS/FCS) de la Universidad de la  República y el Instituto Nacional 

de las Mujeres (Inmujeres)12. 

Desde entonces los resultados de ese estudio han sido utilizados para demostrar las 

desigualdades de género en esta dimensión para que sea considera en las políticas 

públicas, pero no siempre son consultados por quienes toman decisiones de política 

pública para el diseño de las mismas.  

 

                                                             
12Informe disponible en: 
http://www.ine.gub.uy/biblioteca/uso%20del%20tiempo%202007/Documento%20Uso%20del%20Tiem
po%20y%20Trabajo%20no%20remunerado.pdf 
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2.2.3 Necesidad de un Plan Nacional de Género  

 

En 2007 se aprueba la Ley 18.104 de Igualdad de derechos y oportunidades entre 

hombres y mujeres en la República, en la cual se encomienda al Instituto Nacional de 

las Mujeres el diseño del Plan Nacional de Igualdad de Oportunidades y Derechos (art. 

3). El Primer Plan Nacional de igualdad de oportunidades y derechos (2007-2011) es 

diseñado ese mismo año, pero ha perdido “vigencia” desde 2011. Actualmente desde el 

Inmujeres se están promoviendo Encuentros Regionales de mujeres con el fin de cerrar 

la evaluación del primer plan y avanzar hacia la construcción de una “Política Nacional 

de Igualdad de Género”.   

 

2.3 Estrategias del sector público y privado en garantía de la libertad religiosa y el 

respeto de culto  

 

2.3.1 Relación entre Estado e Iglesia  

 

La Constitución uruguaya del año 1918 consagró la separación de la Iglesia y el Estado, 

que se mantiene hasta la actualidad.  

 

2.3.2 Educación religiosa en las escuelas  

 

En las escuelas públicas-estatales no se imparte educación religiosa por el principio de 

separación de la Iglesia y el Estado mencionado en el indicador anterior. No obstante, 

históricamente la Iglesia Católica ha cumplido un papel muy importante en el sector de 

la  educación privada, que si bien no es subvencionada por el Estado, se beneficia de la  

exoneración de impuestos nacionales y municipales dispuesta por el Artículo 69 de la 

Constitución Nacional. 
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2.4 Igualdad de género, raza y etnia  

 

Para fomentar la igualdad de género la principal acción ha sido el Primer Plan Nacional 

de Igualdad de Oportunidades y Derechos (2007-2010) mencionado en previamente y la 

Ley 18.104 de Igualdad de derechos y oportunidades entre hombres y mujeres en la 

República.  

Otras medidas legislativas a destacar son:  

- Ley de despenalización de la interrupción voluntaria del embarazo (Ley N° 

18.987, octubre 2012)  

- Ley  de prohibición de exigencia de test de embarazo o certificación médica de 

ausencia de estado de gravidez, como requisito para el proceso de selección, ingreso, 

promoción y permanencia en cualquier cargo o empleo, tanto en la actividad pública 

como privada (Nº 18.868, noviembre 2011)  

- Ley de participación política que establece cuotas(Ley N° 18.476, marzo 2009) 

- Ley de acoso sexual (Ley Nº 18561, setiembre 2009)  

- Ley de defensa del Derecho a la Salud Sexual y Reproductiva (Ley N° 18.426, 

diciembre de 2008).   

- Ley  de Flexibilización de las condiciones de acceso al régimen jubilatorio (Ley 

Nº 18.395, noviembre 2008).  

- Ley  de Unión concubinaria (Ley N° 18.246, diciembre 2007).  

- Ley de migraciones (Ley Nº 18.250,  diciembre 2007) 

- Ley de regulación del trabajo doméstico (Ley Nº 18.065, diciembre 2006) 

- Ley de Registro de Deudores Alimentarios (Ley 17.957, abril 2006) 

- Ley de acompañamiento a la mujer en el parto (Ley N° 17.386, marzo 2006) 
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- Ley Derogación del artículo 16 del Código Penal que extinguía el delito de 

violación por matrimonio del agresor a la víctima (Ley 17.938, diciembre 2005)  

- Ley  de Presupuesto Nacional para el periodo 2005 - 2009 establece en su 

artículo 26  una licencia por paternidad en la actividad pública (Ley  Nº 17.930, 

diciembre 2005). 

- Ley referida a explotación sexual comercial contra niños, niñas y adolescentes 

(Ley Nº 17.815, setiembre 2004). 

- Ley de violencia doméstica (Ley Nº 17.514, julio 2002) 

- Ley Administración pública y empleo, fomento y mejoras incluye en la sección 

V la licencia especial para los funcionarios públicos y trabajadores privados que 

adopten menores (Ley Nº 17.292, enero 2001).  

- Ley que establece el día de licencia para trabajadoras para realizar exámenes de 

prevención de cánceres genitomamarios (Ley N° 17.242, junio 2000)  

 

A nivel del Poder Ejecutivo, se resaltan algunas acciones llevadas a cabo:  

- Diseño del Sistema Nacional Integrado de Cuidados, a raíz de la creación de un 

Grupo de Trabajo para su diseño definida por Resolución Presidencial (863/010);  

- Plan Nacional de Lucha contra la Violencia Doméstica (2004-2010), Consejo 

Nacional Consultivo de Lucha contra la Violencia Doméstica.  

- Incorporación en el Sistema Nacional Integrado de Salud (SNIS) de servicios de 

salud sexual y reproductiva como medidas de prestaciones obligatorias para todas las 

instituciones afiliadas (mutuales y públicas) (Decreto 009/011 y el Decreto 

reglamentario del MSP 293/010).  

- Plan por la erradicación de la sífilis congénita (Área de Salud Sexual y 

Reproductiva, MSP, 2010).  

- Aprobación del primer Protocolo de Actuación Frente a Casos de Trata de 

Mujeres, Niñas, Niños y Adolescentes (2012) e implementación de proyecto piloto de 

servicio de atención para mujeres, adolescentes y niñas situación de trata.   
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- Programa de Educación Sexual en la Administración Nacional de Educación 

Pública (2006).  

 

En cuanto a la equidad étnico-racial, a nivel legislativo se destaca:  

- Ley Nº 19.122 “Acciones afirmativas para afrodescendientes en Uruguay”13  

(2013) 

- Ley N° 18.059 “Día Nacional del Candombe, la Cultura Afrouruguaya y la 

Equidad Racial”  (2006). 

- Ley N° 17.817  “Lucha Contra el Racismo, la Xenofobia y la Discriminación” 

(2004).  

- Ley N°17.677 “Incitación al Odio, Desprecio o Violencia o Comisión de estos 

Actos Contra Determinadas Personas” (2003)  

 

Y a nivel del Ejecutivo se destaca: 

- Intento de avanzar hacia un Plan Nacional Contra el Racismo y la 

Discriminación liderado por el Ministerio de Educación y Cultura (MEC); sin embargo, 

hasta la fecha no se ha concretado en un documento. 

- Existen mecanismos de equidad racial tanto en el MEC como en el Ministerio de 

Desarrollo Social (MIDES), ya que la discriminación por motivos étnicos-raciales es 

trabaja desde el Área de Perspectivas Transversales de la Asesoría Macro en Políticas 

Sociales 

- En acuerdo entre el Inmujeres y el Instituto Nacional de Estadísticas (INE), 

durante la preparación del Censo 2011 desarrollado entre setiembre y diciembre, se 

incorporaron preguntas específicas sobre ascendencia étnico-racial; esto hace posible 
                                                             
13En Agosto de 2013 la Cámara de Representantes sancionó el proyecto de ley que establece normas para 
favorecer la participación de afrodescendientes en las áreas laboral y educativa, que dispone que el 8% de 
las vacantes laborales del Estado será para personas afrodescendientes e impulsa un sistema de cuotas en la 
otorgación de becas de ayuda económica en las diferentes etapas del ciclo educativo formal para jóvenes 
afrodescendientes. En el ámbito educativo, también se establece la necesidad de  incorporar a la currícula 
de Educación Primaria y Educación Secundaria la historia de las personasafrodescendientesen los relatos 
sobre la historia nacional que se dictan. 
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identificar las características de la población afrodescendiente en Uruguay, así como 

contribuir al sistema estadístico nacional. 

 

Si bien existen estos avances formales, Fabiana Miguez, integrante de la Organización 

Social Salvador (que forma parte de Coordinadora Nacional de Organizaciones Afro), 

indicó en una entrevista concedida para este relevamiento que ejercer el derecho a la 

participación continuaba siendo una dificultad para las mujeres afro, particularmente en 

el Interior del país. En este sentido, indicó que uno de los elementos centrales consistía 

en preparar a las mujeres, darles herramientas para que pudieran ejercer su derecho a la 

participación, y para que pudieran ocupar espacios que se abrían con leyes como la que 

establece acciones afirmativas (que contemplan particularmente la situación de las y los 

afrodescendientes). 

 

2.5 Política económica, fiscal y tributaria hacia lograr igualdad entre mujeres y 

hombres  

 

En 2007, se creó un nuevo sistema tributario a través de la ley 18.083, teniendo como 
objetivos: mejorar la equidad del sistema tributario, aumentar su eficiencia, estimular la 

actividad productiva y el empleo y, satisfacer las necesidades financieras del Estado sin 

aumentar la presión tributaria global (Rodríguez y Perazzo, 2009). Entre las 

modificaciones más importantes introducidas destaca la creación del impuesto a la renta 

de las personas físicas14, que según el estudio de Rodríguez y Perazzo no presenta 

sesgos explícitos o implícitos en relación al género. Estas investigadoras concluyen en 

su estudio que en el caso del impuesto a la renta, "la inequidad del mercado de trabajo 

se transfiere habitualmente al ámbito tributario a través de la mayor elasticidad de la 

oferta de trabajo femenina a los cambios en el ingreso y por tanto a la reducción de los 

                                                             
14 "El IRPF, se creó como un sistema dual. Es decir que se grava por separado y con diferentes tasas a los 
ingresos derivados del trabajo (con tasas progresionales de entre 0% y 25% según distintos tramos de  
ingreso) y del capital e incrementos patrimoniales (con una tasa fija que varía entre 3% y 12% según la  
fuente). Además de reemplazar al Impuesto a las Retribuciones Personales (IRP) y en algunos casos al  
impuesto a las Comisiones, se amplió la base imponible al gravar ingresos que anteriormente no  
tributaban, como las rentas del capital y el trabajo que no se realizaba en relación de dependencia" 
(Rodríguez y Perazzo, 2009: 18). 
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ingresos líquidos debido al pago de impuestos. Sin embargo, se encontró que dado que 

las mujeres tienen ingresos inferiores a los de los hombres, el 50% de las 

mujeressalieron favorecidas con la reforma, en tanto tan sólo el 18% resultó 

desfavorecida. Por otra parte, del análisis de la normativa no surgen sesgos de género 

explícitos derivados de la elección de la unidad contribuyente ni de la asignación de las 

deducciones o de la renta no laboral. A su vez, si se considera la unidad contributiva, la 

declaración individual vigente actualmente resultaría la más neutra desde el punto de 

vista de los sesgos implícitos. En tanto la alternativa de la presentación de la declaración 

conjunta, a partir de 2009, podría dar lugar a la aparición de sesgos implícitos. No 

obstante lo cual, el diseño de la declaración conjunta haría que estos sesgos fueran poco 

significativos, aunque sí se generaría cierto sesgo en contra de los hogares 

monoparentales, de los cuales las mujeres representan una mayor proporción" (2009: 

36). Por otra parte, también señalan como carencia desde una perspectiva de género que 

la reforma no contempla el trabajo no remunerado.  

Si bien en los últimos años Uruguay ha sido pionero en la región en avanzar hacia una 

estructura tributaria más progresiva (a través de la puesta en práctica del impuesto a la 

renta de las personas físicas y la reducción del peso de los impuestos al consumo), 

organizaciones como Alternativas de Desarrollo con Mujeres para una Nueva Era 

(DAWN) han señalado que aún se registra una baja carga tributaria sobre las rentas de 

capital y el patrimonio,a la vez que persiste la existencia de diferentes beneficios y 

exenciones fiscales para la promoción de inversiones.  

En relación al presupuesto del Estado se ha incluido en el instructivo del año 2012 que 

se envía a los organismos públicos para la rendición de cuentas anual y como uno de los 

ajustes para la planificación 2013 el “hacer explícita la perspectiva de género en el ciclo 

de planificación de los organismos del  Presupuesto Nacional incorporando, donde las 

condiciones técnicas y metodológicas lo  permitan, objetivos e indicadores que den 

cuenta de este aspecto de la política”15. 

 

 

                                                             
15http://www.agev.opp.gub.uy/documentos/instructivo_rc2012.pdf 
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2.6 Acceso igualitario a la propiedad de la tierra y  reforma agraria en relación a 

mujeres rurales, indígenas, afrodescendientes y demás grupos minoritarios  

 

Desde el punto de vista jurídico las mujeres tiene acceso a la tierra en el caso de estar 

casadas, y se da la peculiaridad que desde el punto de vista productivo, quien figura 

como titular del emprendimiento con la tierra incluida suele ser el marido. Desde el 

punto de vista de la herencia está previsto que la mujer tenga derecho al acceso a la 

tierra, lo que sucede es que en los pasos posteriores en los cuales realmente puede hacer 

uso, usufructo y convertirse en una productora es donde se generan inconvenientes, que 

como señaló la activista Beatriz Collazo en entrevista para este relevamiento, tienen que 

ver fundamentalmente "con la cabeza de los agentes, les cuesta entender que las mujeres 

sí son de repente las dueñas, las titulares y quienes están en condiciones de poder llevar 

adelante un emprendimiento, más allá de luego lo que pueda resultar o no... también 

fracasan los varones cuando tienen acceso a la tierra y llevan adelante algún tipo de 

emprendimiento (...) Desde las mujeres rurales uruguayas no es tanto el problema de 

acceder a la tierra porque desde el punto de vista legal se puede, lo que no se puede 

luego es en la práctica implementarlo porque hay temas que pesan por el lado de 

herencia, es muy difícil que tenga posibilidades de tenerla por sí misma, ya que los 

titulares suelen ser los varones". 

 

2.7 Acceso de las mujeres a una vivienda digna  

 

Solo se han registrado acciones vinculadas a mujeres en situación de violencia 

doméstica. En 2009 se firma un Convenio entre el Ministerio de Vivienda, 

Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y el Ministerio de Desarrollo Social para la 

implementación del Proyecto "Alternativas habitacionales para mujeres en proceso de 

salida de situaciones de violencia doméstica" entre cuyas acciones se encuentran la de 

ofrecer garantía de alquiler a las mujeres y un subsidio del alquiler por un plazo de hasta 

dos años por un monto de 12 UR. Existe también desde el 2012 un programa de 

soluciones habitacionales para mujeres víctimas de violencia doméstica implementado 

por el Ministerio de Desarrollo Social y el Ministerio del Interior cuyo principal recurso 
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hasta la fecha son las denominadas “casas de breve estadía” que atienden a mujeres en 

situaciones de alto riesgo.  

 

2.8 Derechos de las mujeres migrantes  

 

La ley de Migraciones (Ley 18.250 de 2007) tipifica el delito de trata y de tráfico de 

personas de acuerdo a lo establecido en las diferentes convenciones y acuerdos 

internacionales. Este tema era una materia pendiente y afectaba particularmente a 

mujeres y niñas. En el marco de Mesa Interinstitucional sobre Trata y Tráfico de 

mujeres, Cancillería y el Instituto Nacional de las Mujeres presentaron el 23 de julio  de 

2012 el primer Protocolo de Actuación Frente a Casos de Trata de Mujeres, Niñas, 

Niños y Adolescentes. Protocolo de Actuaciones para Cónsules y Oficinas Consulares. 

Asimismo se identificó la realización de un Taller para Trabajadoras Domésticas 

Migrantes en Uruguay “Trabajo doméstico en Uruguay: Conociendo los derechos para 

defenderlos” organizado por la Articulación Feminista Marcosur-Cotidiano Mujer y la 

Embajada de Perú, con el apoyo de OXFAM, en la cual participaron autoridades del 

Banco de Previsión Social. Esta acción surge a raíz de denuncias realizadas por 

explotación laboral de mujeres migrantes que trabajan en Uruguay como trabajadoras 

domésticas. De hecho, a raíz de las situaciones de explotación las trabajadoras 

domésticas migrantes han comenzado a organizarse y a conocer sus derechos, contando 

en este proceso con el apoyo sostenido de organizaciones feministas uruguayas, como 

relataban Elena Fonseca y LiliánCeliberti (integrantes de Cotidiano Mujer) en 

entrevistas concedidas en el marco de este relevamiento. En 2012, uno de los casos de 

vulneración de derechos que se documentaron en el ámbito de las reuniones que las 

trabajadoras migrantes venían sosteniendo en el marco de Cotidiano Mujer, fue 

denunciado ante las autoridades por la organización feminista, lo que contribuyó a que 

tomara estado público una situación que permanecía invisibilizada en la agenda. 

"Si nos fuéramos a una definición teórica de la agenda estamos como en la fase de la 

incubación del problema, o sea, en definir que existe un problema, en darle la definición 

al problema, en visibilizarlo y sensibilizar a la opinión pública sobre ese problema y 

creo que en eso contribuyó mucho todo lo que paso el año pasado con las trabajadoras 
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bolivianas y el logro que se tuvo, por supuesto que el hecho de que hayan instituciones 

receptivas es muy significativo, porque bueno, ponés el ejemplo, si vivís en una 

dictadura ningún reclamo llega al escenario público, cuando tu vivís en una democracia 

y con gobiernos más permeables a la lógica de derechos, la disputa por la 

conceptualización de ese derecho encuentra aliados y aliadas más fáciles que si no la 

tuvieran", reflexionó LiliánCeliberti en el marco de la entrevista concedida para este 

relevamiento. 

Como indicaba Celiberti, parte de la problematización del tema también pasa por 

reconocer que en el caso de las mujeres migrantes, la situación de subordinación 

también está presente desde el arreglo específico que éstas se ven obligadas a aceptar 

por cuestiones económicas, como los trabajos "con cama". Esto limita enormemente su 

autonomía física, y la capacidad de decidir sobre el propio tiempo aislado de la 

dinámica de la familia contratante. 

Por otra parte, en el marco de las entrevistas realizadas para este relevamiento también 

se problematizó el hecho de que las mujeres migrantes que no tuvieran realizado el 

trámite de nacionalización no se contemplaran en la recientemente aprobada normativa 

para la interrupción voluntaria del embarazo (sobre la cual se profundizará en el 

capítulo 6).   
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3. Participación de las mujeres en los procesos de toma de 
decisiones y en las esferas de poder 
 

Uruguay ha sido históricamente reconocido como un país de excepcional desempeño 

democrático en América Latina, incluso consagró tempranamente los derechos políticos 

de las mujeres. Además, mientras que la posición de las mujeres uruguayas en relación a 

los varones es muy positiva en indicadores como nivel educativo, el mundo de la 

política se mantiene como un reducto hostil a éstas. Así, Uruguay se ubica en la 

actualidad en los peores lugares a nivel regional en términos de presencia de mujeres en 

los ámbitos de toma de decisiones políticas, tanto a nivel del Poder Ejecutivo como del 

Poder Legislativo.  

Distintos actores políticos y sociales se han movilizado en denuncia de lala persistente 

subrepresentación de las mujeres en los ámbitos de poder exigiendo la adopción de 

mecanismos de acción afirmativa para revertirla, apoyándose en los acuerdos 

internacionales surgidos de las conferencias mundiales sobre la mujer de las Naciones 

Unidas y en las experiencias que se fueron constatando en distintos países del 

continente con buenos resultados. Sin embargo, el sistema político y en particular los 

actores partidarios han sido reticentes a su adopción. 

 

3.1 Participación de mujeres en las funciones del Estado  

 

Como resultado de las elecciones de 2009 resultan electas como titulares al Parlamento 

un total de 19 mujeres (14,9% del total de la composición de ambas cámaras), siendo 

menor el porcentaje que alcanza la representación femenina en el Senado (13,3%) que 

en la Cámara de Representantes (15,2% de diputadas).  De las diputadas, 9 fueron 

electas por Montevideo, mientras que 6 lo fueron por departamentos del Interior –

Artigas, Canelones, Salto, Lavalleja, Río Negro y Tacuarembó–. Todas las senadoras 

fueron electas por el Frente Amplio.  Sin embargo, a lo largo del periodo transcurrido 

desde la asunción de la nueva legislatura se han registrado cambios que tienden a la baja 

de estos porcentajes. A nivel del Senado, fallece la Senadora Susana Dalmás de 
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Asamblea Uruguay (diciembre 2012) y Mónica Xavier asume la Presidencia de su 

fuerza política viéndose obligada a renunciar a su banca (mayo de 2013).  

En la Cámara de Representantes, Patricia Ayala (Frente Amplio) renuncia a su banca 

para asumir como Intendenta del departamento de Artigas (julio 2010) aunque otra del 

Frente Amplio se suma al parlamento cuando renuncia el titular de la banca de la cual 

era suplente (abril 2013). En el Partido Colorado, Cecilia Eguiluz renuncia a su banca 

de diputada para asumir un cargo en la Intendencia de Cerro Largo y en el Partido 

Nacional, Adriana Peña deja su lugar en la cámara para asumir como Intendenta de 

Lavalleja. Esto hace que se registren diferencias entre el porcentaje de legisladoras 

titulares electas y las actuales, como muestra el siguiente gráfico:  

 

Gráfico 1. Porcentaje de legisladoras titulares, electas y actuales 

 

Fuente: Informe “Mujeres en cifras: el acceso de las mujeres a espacios de poder en 

Uruguay” (Johnson, 2013) en base a datos de http://www.parlamento.gub.uy. 

 

En lo que refiere al Poder Ejecutivo a nivel nacional, actualmente hay dos ministras y 

una subsecretaria de un total de 13 cargos disponibles. En el actual período de gobierno 

un total de 14 hombres y 4 mujeres han ocupado carteras ministeriales y 17 hombres y 3 

mujeres se han desempeñado en subsecretarías del Estado. De esta manera, al igual que 

en la primera administración frenteamplista, el gabinete ha sido mucho más 

“feminizado” que en los cuatro gobiernos anteriores al 2005. No obstante, a diferencia 
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del gobierno de Vázquez, el gabinete de Mujica no ha incluido a más de dos mujeres 

ministras a la vez (Johnson, 2013).  

En relación al máximo órgano del Poder Judicial, la Suprema Corte de Justicia, a la 

fecha no cuenta con ninguna integrante mujer (de un total de 5 ministros). Sin embargo, 

en instancias jerárquicas menores como en los tribunales de apelaciones, la presencia 

femenina se acerca a la paridad y en general se constata una feminización importante de 

este poder del Estado, como se aprecia en el cuadro siguiente:  

 

Cuadro 3. Mujeres en altos cargos del poder judicial 

 

  

Total 

cargos 
Mujeres 

Porcentaje 

mujeres 

Suprema Corte de Justicia 5 0 0,0 

Tribunales de Apelaciones 51 23 45,1 

Jueces/as Letrados/as de Montevideo 108 70 64,8 

Juzgados Departamentales de Paz – 

Interior 43 32 74,4 

Juzgados Departamentales de Paz - 

Montevideo 34 29 85,3 

Total 241 154 63,9 

 

Fuente: Johnson (2013), en base a datos de 

http://www.poderjudicial.gub.uy/images/institucional/lista_autoridades/listaautoridades

270213.pdf,actualizado 27/02/2013. 
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3.2 Medidas para fomentar la participación de las mujeres en espacios de poder 

político, público e instituciones privadas  

 

En relación a las medidas impulsadas para promover la participación de las mujeres en 

espacios de toma de decisión, únicamente se constata una medida en este sentido y es de 

carácter legislativo: la aprobación de la ley de cuotas (N° 18.476) del 3 de abril del año 

2009, que rige para las elecciones internas de los partidos políticos, elecciones 

nacionales (Cámara de Representantes y Cámara de Senadores) y elecciones 

departamentales.  

Esto presenta una distancia importante entre lo previsto en el Primer Plan de Igualdad 

de Oportunidades y Derechos (2007-2011) y lo que efectivamente se ha logrado al 

finalizar su implementación. En dicho documento, la Línea Estratégica de Igualdad 2 

referida al “Desarrollo de Medidas para el logro de la participación política plena de las 

mujeres” establecía como acciones a realizar:  

- Promover la designación de igual cantidad de hombres y mujeres enlos tres 

niveles jerárquicos más altosde la administración pública. 

- Promover la paridad entre hombres y mujeres en todas las instituciones públicas. 

- Legislar e implementar medidas que garanticen una representación paritaria en 

los cargos electivos en todos losniveles de gobierno(nacional,departamental, local). 

- Desarrollar programas que promuevan elempoderamiento de las mujeres, 

suparticipación política ysu acceso a cargos dedecisión en el ámbitopúblico y privado. 

En relación a la última acción, se constatan actividades pero realizadas por la sociedad 

civil en conjunto con la cooperación internacional. Por ejemplo,en términos de 

empoderamiento de las mujeres de cara a la aplicación de la cuota en 2014 se realizó el 

programa de tutorías para mujeres jóvenes en política implementado por la Red de 

Mujeres Políticas con el apoyo de ONU Mujeres entre julio y diciembre de 2012 en el 

marco de las actividades del proyecto “Más mujeres, mejor política”, en el que también 

participan PNUD y UNFPA. El programa consistió en una serie de actividades 

partidarias e interpartidarias de integración de jóvenes políticas, talleres de formación, 
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visitas a espacios políticos y tutorías con líderes políticos y contó con la participación 

de 26 mujeres jóvenes de todos los partidos con representación parlamentaria.  

En el marco del proyecto “Más mujeres, mejor política”16también se elaboró un manual 

titulado “Reglas electorales en clave de género: Breve Guía sobre la Ley de 

Participación Política” redactado por Ana Artigas en el cual se procura ofrecer 

herramientas para las mujeres políticas de cara a maximizar sus oportunidades de 

ingresar a ocupar cargos legislativos en el próximo periodo electoral.  

En lo que refiere específicamente a la ley de cuotas, la misma establece la obligación de 

incluir personas de ambos sexos en cada terna (tres lugares sucesivos) de candidatos –

titulares y suplentes- en las listas electorales presentadas en los tres elecciones que 

integran el ciclo electoral quinquenal uruguayo: elecciones internas de los partidos 

políticos, elecciones nacionales (Cámara de Representantes y Cámara de Senadores) y 

elecciones departamentales. La cuota también aplica para todos los procesos electorales 

de los órganos ejecutivos de los partidos políticos. 

En el proceso parlamentario que llevó a su aprobación, el proyecto de ley sufrió 

modificaciones que acotaron su alcance, a los efectos de conseguir las mayorías 

necesarias para su aprobación (2/3 del total de presentes de cada cámara por tratarse de 

una ley que modifica disposiciones constitucionales). La ley aprobada estableció que 

para las elecciones internas de los partidos políticos y para la elección de sus órganos 

ejecutivos la cuota rige a partir de las elecciones de 2009 y sin límite de tiempo; en 

tanto para los cargos de representación nacional y departamental la ley regirá recién 

para el ciclo electoral 2014-2015 y por única vez, quedando supeditada su continuidad a 

la evaluación de esa legislatura (el proyecto original no especificaba límites 

temporales).  

Posteriormente, fue necesario realizar una modificación de la norma porque dio lugar a 

interpretaciones erróneas por parte de la Corte Electoral, que contravenían el “espíritu” 

de la misma. En la reglamentación de la ley la Corte Electoral resolvió considerar las 

ternas tomando conjuntamente la lista de titulares y suplentes en aquellas hojas de 

votación que usen el sistema de suplentes respectivos (un titular y un suplente ubicado 

en forma horizontal en la lista), lo que habilitaría a los partidos a poner a mujeres 

                                                             
16Más información sobre este proyecto en http://www.masmujeresmejorpolitica.org/#!untitled/c206c 
(acceso 20/9/13).  
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solamente en suplencias pues las ternas en esta interpretación quedarían compuestas 

por: titular-suplente-titular. A iniciativa de la Bancada Bicameral Femenina se 

aprobóuna ley interpretativa de la ley de cuotas (Ley N° 18.487) que estableció que la 

cuota se debe aplicar a las listas de titulares y suplentes por separado (Johnson y Pérez, 

2010).  
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Uruguay tiene un déficit en términos de representación política de las mujeres, que está 
anclado en cuestiones muy profundas y arraigadas de la idea -tanto de los hombres como de 
las mujeres- de que la política es una cosa más de hombres, que es un ámbito masculino, que 
es un ámbito de competencia, que no es un ámbito para las mujeres y en cosas todavía más 
profundas; una cierta conformidad con la división sexual del trabajo, o sea el hecho de que las 
mujeres están para una cosa y los hombres están para otra. [Por otra parte,] los partidos no 
son amigables para las mujeres ni para los jóvenes, por lo tanto no es un ámbito que estimule 
la participación, sea porque hay una idea de qué es la política que también está marcada por 
una visión restrictiva de la política como escenario, entonces las mujeres manejamos temas 
que son considerados no políticos, como cuando hablás de la explotación sexual, cuando hablás 
de los derechos sexuales, cuando hablás de la diferencia salarial o cuando hablás del déficit de 
participación, son temas que aparecen como no políticos, y temas que son catalogados como 
"temas de mujeres". Entonces me parece que ese es el trasfondo más "de fondo" sobre el que 
se asienta el escaso porcentaje de representación. 

Por otro lado hay una cuestión que tiene más que ver con pensar la participación en términos 
más amplios, no solo de la representación política (...) Y ese me parece que también es un 
tema, el tema de la participación, pensada como relación sociedad civil-Estado, justamente 
también problematiza el campo de lo político y la política en la medida en que la política es 
poder definir el problema y la lectura del problema. Entonces, muchas veces coincidimos en el 
problema, coincidimos en los enfoques, pero hay una parte que tiene que ver con a quién le 
corresponde en la cual hay una divergencia entre el Estado y la sociedad civil, entre el Estado y 
las organizaciones, entre el Estado y la ciudadanía. Me parece que el campo de la educación es 
el ejemplo más claro, entre lo que hacen las instituciones a nivel central y la lógica de las 
instituciones y la ciudadanía, hay un terreno intermedio que no, que es el que no termina de 
trabajarse (...) Esa relación entre la institución y la decisión gubernamental de trabajar los 
temas y el cambio cultural de la ciudadanía, ese me parece que es el tránsito que se define a 
través de la participación, y la participación requiere de otras reglas, requiere de reglas más 
laxas, más abiertas, de espacios en donde la gente decida y opine y cree. No alcanza con la 
política gubernamental, ese me parece que es el campo en el que todavía no hemos avanzado 
suficientemente en el Uruguay. 

LiliánCeliberti (Cotidiano Mujer) 
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4. Violencia contra las mujeres  
 

En términos generales, se puede afirmar que la temática de violencia hacia las mujeres 

ha sido la demanda de la agenda del movimiento feminista y de mujeres que más 

reconocimiento gubernamental y consenso de actores políticos y sociales ha tenido en 

términos relativos en Uruguay. En un primer momento, en el periodo de restauración 

democrática en el país, las acciones fueron puntuales, provenientes particularmente de 

organizaciones de la sociedad civil y de manera incipiente desde el Estado. Sin 

embargo, es en la década del 2000 donde pasa a ocupar un lugar de relevancia en la 

agenda pública y a recibir una atención integral desde distintos organismos. De hecho, 

la expansión de acciones en este sentido se debió en buena medida a la confluencia de 

esfuerzos de personas sensibilizadas desde los tres poderes del Estado y la sociedad 

civil; por ejemplo, a diferencia de lo que ha ocurrido en relación a otros temas de la 

agenda feminista, la Bancada Bicameral Femenina del Parlamento uruguayo ha tenido 

un protagonismo muy relevante en este tema. El hito en la materia fue, sin lugar a 

dudas, la Ley de violencia doméstica (Nº 17.514) sancionada en 2002. De allí se 

desprende la creación del espacio interinstitucional más relevante en la materia, el 

Consejo Nacional Consultivo de Violencia Doméstica, y a partir de su actuación, la 

elaboración del Plan Nacional de Lucha contra la Violencia Doméstica (2004-2010) y 

en la actualidad, siendo continuado dicho proceso por el avance hacia una Estrategia 

Nacional para la Erradicación de la Violencia basada en Género.  

 

La principal debilidad del abordaje gubernamental de esta problemática ha sido el 

énfasis en la atención a una de las dimensiones del fenómeno de la violencia: la 

doméstica o intrafamiliar. Sin embargo, la figura del feminicidio no es una figura 

reconocida y los marcos conceptuales en los cuales se procesan las políticas públicas 

siguen este patrón. En este sentido, Rosana Medina (integrante de la organización Mujer 

Ahora) señaló en entrevista que en los últimos años se está pensando en clave de ir 

hacia una Estrategia Nacional de lucha contra la Violencia Basada en Género, pero que 

“en Uruguay lo que ha primado es tratar las formas de la violencia y no la violencia 

hacia las mujeres”, con énfasis en violencia doméstica, y “no siempre en ese primar de 

la temática el abordaje ha sido un abordaje de género”.  
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En este sentido, otro desafío que se señaló en la entrevista refiere a la capacitación a 

operadores/as de la justicia, “donde el abordaje es intrafamiliar o familiar, donde la 

perspectiva de género se desdibuja bastante”.  

Si bien también es clave la formación de la policía, las acciones del Ministerio de 

Interior en este sentido han sido muy destacables, como se muestra en lo que sigue. Otra 

dificultad a resolver refiere a las inequidades geográficas de acceso a los servicios 

existentes y también de acceso a la justicia, dado que algunas acciones positivas se 

concentran todavía en la capital del país o en las grandes ciudades.  

 

4.1 Medidas de prevención, protección y atención  

 

Como antecedentes de políticas públicas en materia de violencia de género, se destacan 

la creación en 1989 de la primera Comisaría de la Mujer en Montevideo; la 

implementación por parte de la Intendencia de Montevideo de la línea telefónica de 

orientación y consulta y luego la instalación de las primeras comunas mujer (1996).  

Pero la primera política pública propiamente dicha, como conjunto de acciones 

coherentes y coordinadas en la materia y a nivel nacional, es el Plan Nacional de Lucha 

contra la Violencia Doméstica (2004-2010) aprobado por el Poder Ejecutivo por 

Decreto Nº 190/004 del 10 de junio de 2004 a raíz de la ley de violencia doméstica 

sancionada en 2002 (véase más adelante). El objetivo general del plan es diseñar y 

gestionar políticas públicas específicas para la erradicación de la violencia doméstica en 

el ámbito nacional, estableciendo, para ello, cinco ejes de actividades a desarrollar: 

 

1. Promoción de derechos y prevención de violencia doméstica 

2. Formación y capacitación permanente de recursos humanos 

3. Abordaje en crisis, atención, tratamiento, rehabilitación 

4. Articulación de acciones y trabajo en red 

5. Sistema de información seguimiento y evaluación continua 
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En términos de institucionalidad, el plan estableció la creación de Comisiones 

Departamentales con la misma integración que el Consultivo para su ejecución en todo 

el país.   

Actualmente, una vez que ha “vencido” el alcance del plan,  se está avanzando hacia la 

elaboración de una Estrategia Nacional para la Erradicación de la Violencia basada en 

Género impulsado por el Instituto Nacional de las Mujeres, el Ministerio del Interior, el 

Ministerio de Salud Pública, el Poder Judicial, la Agencia Española de Cooperación 

Internacional para el Desarrollo y la Agencia Uruguaya de Cooperación Internacional. 

Como un insumo para ello se contrató una consultoría cuyo producto ha sido publicado 

con el nombre de “Hacia el diseño de una Estrategia Nacional para la Erradicación de la 

Violencia basada en Género” (julio de 2012).  

En relación a la violencia hacia niños, niñas y adolescentes, en 2007 se acordó la 

creación del Sistema Integral de Protección a la Infancia y la Adolescencia contra la 

Violencia (SIPIAV), el cual es presidido por el Instituto del Niño y el Adolescente del 

Uruguay (INAU) y se encuentra conformado además por el Ministerio de Desarrollo 

Social (MIDES), Ministerio de Salud Pública (MSP), Ministerio del Interior (MI) y la 

Administración Nacional de Educación Pública (ANEP), contando con el apoyo de las 

agencias de Naciones Unidas UNICEF y PNUD. En este marco se aprobó el protocolo 

de intervención para situaciones de violencia hacia niños, niñas y adolescentes de 

SIPIAV. 

A partir de la aprobación de la Ley 17.514 de violencia doméstica (que se describe más 

adelante), los organismos con competencia en el tema reglamentan, elaboran protocolos, 

guías de procedimiento y definen mecanismos para su actuación en la materia:  

 

- Ministerio de Salud pública (MSP): 

o Guía de Abordaje de situaciones de violencia doméstica hacia mujeres del 

Ministerio de Salud Pública, Decreto 494/2006. 

o Mapa de ruta para la prevención y la atención de situaciones de maltrato y abuso 

sexual infantil en el sector salud (2009) 
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o Guía para el abordaje integral de la salud de adolescentes en el primer nivel 

de atención. Programa Nacional de Salud Adolescente. Direcciones Generalde Salud. 

Capítulo: Violencias (2009). 

 

- Ministerio del Interior (MI):  

o Protocolo de Procedimiento Policial en situaciones de Violencia Doméstica, 

Decreto 317/2010, establece un marco común de actuación para la política a nivel 

nacional.  

o Guía de Procedimiento Policial – Actuaciones en Violencia Doméstica y de 

Género integra los contenidos del Decreto y aporta un marco conceptual y herramientas 

específicaspara la intervención policial en esta materia (mayo 2011, va por su tercera 

edición) 

 

- Instituto Nacional de las Mujeres/Ministerio de Desarrollo Social (Inmujeres-

MIDES):  

o Pautas de Abordaje de la Violencia Doméstica; Protocolo para los servicios de 

atención de Inmujeres: constituye una guía para enmarcar el trabajo, promoviendo 

buenas prácticas de atención y contribuyendo a unificar criterios teóricos y 

metodológicos. Establece también orientaciones para las/osprofesionales que trabajan 

en atención directa.  

 

- Administración Nacional de Enseñanza Pública (ANEP):  

o Mapa de ruta para el abordaje de las situaciones de maltrato y abuso sexual de 

niños que concurren a las escuelas públicas, aprobado por el Consejo de Educación 

Primaria y el Instituto del Niño y el Adolescente del Uruguay en 2007. 

o Protocolo de Enseñanza Media para Situaciones de Violencia Doméstica en 

Adolescentes de ANEP. 
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- Instituto de niños, niñas y adolescentes del Uruguay (INAU, organismo 

coordinador del Sistema Integral de Protección a la Infancia y la Adolescencia contra la 

Violencia):  

o Protocolo de intervención para situaciones de violencia hacia niños, niñas y 

adolescentes (2007); éste debe seguirse en las dependencias de este Instituto.  

 

- Poder Judicial:  

o Acordada Nº 7457_ establece que en los casos de apariencia delictiva, en los 

cuales se da cuenta al Juez Penal o de Menores, cuando de los mismos resulte la 

existencia de presuntas víctimas en los términos de los Art. 2 y 3 de la Ley 17.514, la 

autoridad administrativa deberá dar cuenta de manera simultánea al Juez Letrado de 

Familia de turno con competencia de urgencia en materia de violencia doméstica o al 

Juez Letrado del interior con la misma competencia en su caso. Ambos magistrados 

deberán coordinar sus actuaciones con fines de protección de las presuntas víctimas. 

(Art. Agregado por el art. 1 de la acordada Nº 7.499).  

o Acordada Nro. 7535_regula la función de los equipos técnicos interdisciplinarios 

que asesoran a los y las Jueces/as que serán responsables de realizar informes orientados 

al relevamiento de la situación social, familiar y psíquica de las personas y núcleos 

familiares o de convivencia sometidos a decisión jurisdiccional. 

 

A continuación algunas otras actividades relevantes realizadas en los últimos años por 

las distintas instituciones involucradas en el problema de la violencia doméstica: 

 

- Ministerio del Interior (MI):  

o El ministerio tiene una División de Políticas de Género que  desde el año 2009 

se encarga del diseño de las políticas públicas implementadas por el organismo en 

relación a la prevención y lucha contra la violencia doméstica.  



54 
 

o La intervención concreta en situaciones de violencia doméstica está a cargo de 

las Unidades Especializadas en Violencia Doméstica (UEVD). Los datos para 2013 

confirman la existencia de un total de 33 unidades, que cuentan con 372 funcionarios/as 

policiales trabajando, si bien tienen diferentes niveles de dependencia jerárquica y de 

desarrollo funcional. Con el objetivo de rediseñar su estructura el MI junto con el 

Laboratorio Tecnológico del Uruguay diseñaron el “Proyecto para el Diagnóstico, 

Planificación y Gestión por Procesos de la Respuesta Policial a las situaciones de 

Violencia Doméstica y de Género”, con apoyo de la Agencia Española de Cooperación 

Internacional (2011-2012).  

o Implementación por parte del Ministerio del Interior junto al Poder Judicial y en 

coordinación con el Ministerio de Desarrollo Social y el Ministerio de Salud Pública  de 

los dispositivos de Seguimiento y Monitoreo de Personas,  (“Pulseras electrónicas”) 

dirigidas a situaciones de violencia doméstica de alto riesgo asegurando el 

cumplimiento de las medidas cautelares dispuestas por la justicia competente y 

brindando un sistema de respuesta para el proceso de salida de víctimas y agresores. Se 

comenzó a implementar esta medida como un plan piloto que se desarrolla en la ciudad 

de Montevideo desde febrero de 2013. Se trata de una tecnología que funciona mediante 

GPS y permite a la policía conocer la ubicación exacta de las personas denunciadas por 

violencia doméstica así como de las afectadas, generando distintos tipos de alerta en 

función de la cercanía entre ambos. El dispositivo debe ser utilizado si así se define por 

orden judicial. En total el MI ha adquirido un total del 100 tobilleras. Esta medida ha 

tenido resistencias por parte de operadores judiciales, ante las cuales se emitió un 

comunicado de prensa desde la sociedad civil nucleada en la Red Uruguaya de Lucha 

contra la Violencia Doméstica y Sexual apoyando la acción del Ministerio del Interior 

en este punto.  

o El Observatorio de Violencia y Criminalidad del MI presenta información sobre 

violencia doméstica desde 2005. Sin embargo, existen falencias en la forma en cómo se 

recogen dichos datos, como reconoce el propio ministerio, y fue abordado anteriormente 

en este informe.  Estas debilidades se buscan mejorar a través del Sistema de Gestión de 

Seguridad Pública que se lanzó a fines de 2012, que es una herramienta basada en 

tecnologías de la información y la comunicación para gestionar y brindar servicios de 

información de seguridad pública. Este sistema instrumentado por el Ministerio del 

Interior en conjunto con la Agencia de Gobierno Electrónico y Sociedad de la 
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Información con el fin de mejorar la calidad ampliar la recolección de datos y las 

posibilidades de producción de información calificada. Este nuevo sistema implicaría un 

avance importante para la visibilización de la violencia doméstica debido a que 

incorpora un módulo específico sobre violencia doméstica de llenado obligatorio 

cuando se recepcionan denuncias por otros delitos, como por ejemplo homicidio, 

amenazas, violencia privada, lesiones y otros. 

o En relación a la política de recursos humanos y las situaciones de acoso sexual 

dentro del organismo o hechos de violencia doméstica que involucren al personal 

policial, se han realizado acciones de sensibilización y de sistematización de la 

información sobre la temática. En la División de Políticas de Género se recibieron en 

2011 alrededor de 250 oficios sobre los policías involucrados en situaciones de 

violencia doméstica, según lo establecido en la circular ministerial Nº 19 de 2007. En el 

proceso de trabajo se registran, se buscan los antecedentes, se realiza un relevamiento 

de los datos y se envía el obrado al Servicio de Violencia Doméstica, dependiente de la 

Sub. Dirección Técnica de la Dirección Nacional de Sanidad Policial. En el marco de la 

Dirección Nacional de Sanidad Policial y de la normativa vinculada a violencia 

doméstica del Ministerio de Salud Pública (Decretos 494/06 y 299/09), se formó el 

equipo multidisciplinario de Referencia en Violencia Doméstica integrado por 

profesionales de distintas unidades de la DNSP con competencia en el tema y en la 

actualidad la integran 7 profesionales. Durante 2011 el Servicio atendió a 324 

funcionarios/as policiales involucrados/as en situaciones de violencia doméstica, de los 

cuales el 90% son agresores. Asimismo se creó el Grupo Alto Riesgo Familiar, 

integrado por 18 profesionales, cuyo cometido es la atención en violencia doméstica y 

maltrato infantil, funciona en la órbita del Hospital Policial en el Departamento de 

Pediatría y que interviene en situaciones de maltrato y abuso infantil. 

o Se elaboró un librillo de Medidas de Autocuidado dirigido a las mujeres que 

están viviendo situaciones de alto riesgo.  

o El Programa Escuelas de Ciudadanía que implementa la Policía Comunitaria de 

Montevideo y Canelones brinda talleres sobre distintas problemáticas de seguridad en 

Escuelas y Liceos e incorporó el tema de la violencia doméstica en uno de sus módulos. 

o En términos de capacitación al funcionariado del ministerio y personal policial, 

se destacan las siguientes acciones:  
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• la inclusión de un módulo de género en los cursos permanentes en todas las 

escuelas del país para el  Ingreso de Personal Sub Alterno (17 en total, representando el 

80% del personal policial) en base a la Guía de Procedimiento Policial Actuaciones en 

Violencia Doméstica y de Género;  

• Se incluyó un módulo de 28hs sobre violencia doméstica en el programa de 

tercer año de la Escuela de Oficiales (2011);  

• Se integraron 12 horas presenciales en la formación de los Operadores/as 

Penitenciarios/as Grado I, Grado III y Grado V sobre Género, Derechos Sexuales y 

Reproductivos y Violencia Doméstica (2012).  

• Se creó una formación de posgrado creada en conjunto con la Facultad de 

Ciencias Sociales de la Universidad de la República destinada principalmente a esta 

población, el Diploma en Género y Políticas Públicas con énfasis en seguridad pública 

(2012-2013).    

• Se realizaron cursos regionales de capacitación en la Guía de Actuación, 

denominados “La respuesta policial en violencia doméstica y de género: aportes para 

fortalecer el abordaje y la calidad de atención” (2011).  

 

- Ministerio de Desarrollo Social (Inmujeres): 

o Servicios de Atención a mujeres en situación de violencia doméstica: se 

comienzan a instalar progresivamente en 2005 y actualmente se cuenta con servicios en 

16 de los 19 departamentos: Artigas (Bella Unión),  Canelones (Ciudad de la Costa), 

Colonia (Rosario), Florida (ciudad de Florida), Lavalleja (Minas),  Maldonado (ciudad 

de San Carlos), Paysandú (ciudad de Paysandú), Rocha (Chuy), Río Negro (Fray 

Bentos), Salto (ciudad de Salto), Tacuarembó (ciudad de Tacuarembó),  Cerro Largo 

(Melo), Durazno (ciudad de Durazno) y San José (ciudad Del Plata). Estos Servicios 

han sido instalados a través de convenios con organizaciones de la sociedad civil 

seleccionadas mediante modalidad de Licitación pública. Los Servicios brindan 

asistencia psico-social y jurídica a mujeres en situación de violencia doméstica desde 

una perspectiva de género y derechos humanos. En los Servicios del interior del país se 

brinda, además, patrocinio en juicio. Los equipos están integrados por Psicóloga/o, 
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Trabajadora/or Social, Abogada/o, Procuradora/or y Secretaria/o. Además, se han ido 

incorporando dispositivos móviles conformados por tres operadoras/es para la detección 

y primera respuesta en situaciones de violencia doméstica y para la realización de tareas 

de promoción y sensibilización a nivel comunitario para la difusión del servicio ya 

existente en centros urbanos, localidades y zonas rurales. 

o Programa de soluciones habitacionales transitorias, en conjunto con MVOTMA, 

que se está aplicando en los departamentos de Montevideo, Canelones, Salto, Lavalleja 

y Treinta y Tres. En enero de 2009 se celebra un Convenio entre el Ministerio de 

Vivienda  Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA - DINAVI -PIAI) y 

el Ministerio  de Desarrollo Social (MIDES - Inmujeres) para la implementación de este 

Proyecto. El Proyecto plantea como objetivo general; promover un abordaje integral 

para las  mujeres en situación de violencia doméstica que ingresan al proyecto, de forma 

de  garantizar el ejercicio de sus derechos ciudadanos a través de su integración social y 

comunitaria. Para la efectivización de la solución habitacional se otorga una garantía de 

alquiler y un  subsidio por un monto de 12 UR durante un período de hasta dos años. La 

población objetivo son mujeres solas o con personas cargo que transitan procesos  de 

salida a situaciones de violencia doméstica, en los casos en que los servicios de  

atención intervinientes evalúen que el componente habitacional es indispensable para  la 

superación del problema. Las solicitudes para el ingreso de las mujeres al Proyecto son 

presentadas por los  equipos técnicos de los servicios de atención de instituciones u 

organizaciones vinculadas con el Proyecto (servicios especializados de atención 

estatales y de la  sociedad civil). El proyecto comienza en el año 2009 como una 

experiencia piloto en tres  departamentos, Salto, Canelones y Montevideo. A partir del 

2011el proyecto se  comienza a expandir y consolidar en todo el territorio nacional. 

o Casa de Breve Estadía para mujeres en situación de violencia doméstica con 

riesgo de vida. El objetivo es cumplir con la función de proteger a las mujeres con 

riesgo de vida,  así como de acompañarlas a transitar el momento de crisis que supone 

poner fin a la  situación de violencia doméstica. En su concepción, las CBE brindan a 

las mujeres un lugar seguro y protegido donde podrán ser informadas, asesoradas y 

recibir atención psico-social legal que las ayude a fortalecerse para la salida de su 

situación de violencia doméstica. La experiencia internacional demuestra que las Casas 

de Breve Estadía son una  herramienta útil y necesaria para interrumpir la situación de 
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violencia cuando las  mujeres no cuentan con suficientes apoyos sociales y familiares. 

Actualmente existe solo una en Montevideo.  

o Capacitación para funcionariado de los organismos de la Administración 

Pública, que está aún siendo ejecutado en convenio con FLACSO-Uruguay, incluye 

módulo sobre violencia doméstica (2011-2012).  

o Sensibilización: Ha desarrollado campañas, materiales didácticos y de difusión, 

encuentros, publicaciones y videos. Asimismo ha promovido actividades culturales y 

recreativas en el marco del 25 de noviembre, día mundial de lucha contra la violencia 

hacia la mujer. Desde 2006 conmemorando el Día Internacional de las Mujeres se 

realiza una cadena de radio y televisión.  

 

- A nivel del sistema educativo:  

o Creación del Programa de Educación Sexual incorporando como contenidos 

temáticos a las desigualdades de género y abuso sexual (2006).  

o Creación de la Dirección de Derechos Humanos en el marco del Consejo 

Directivo Central (CODICEN) de la ANEP, conteniendo una Dirección asesora en 

violencia doméstica (2008).  

o Creación de la Red de Género de ANEP como mecanismos de género que 

promueve distintas acciones, entre ellas vinculadas a violencia (2009).  

o Capacitación a operadores/as en el Mapa de ruta para el abordaje de las 

situaciones de maltrato y abuso sexual de niños que concurren a las escuelas públicas.  

o Capacitación a operadores/as en el Protocolo de Enseñanza Media para 

Situaciones de Violencia Doméstica en Adolescentes de ANEP.  

o Conmemoración del 25 de noviembre en los centros educativos de ANEP.  

o Actualmente está en proceso la reglamentación de la ley de acoso sexual para el 

ámbito educativo (actividades de trabajo con inspectores/as y directores/as de los 

subsistemas de ANEP para su elaboración, en conjunto entre Red de género de ANEP e 

Inmujeres)   
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o En relación a la Universidad de la República (UdelaR), el proceso ha sido más 

lento y las acciones más específicas:  

� A fines de 2012 la Asociación de Funcionarios de la UdelaR presentó una 

propuesta de guía para la actuación frente a la violencia en el trabajo, el acoso y la 

discriminación que incluye la consideración del “acoso sexual o por razón de género”. 

� Implementación de proyecto de investigación sobre violencia doméstica como 

tema prioritario para la Red de Estudios de Género de la UdelaR que congrega a 

docentes preocupadas por los temas de género de las distintas facultades (2013).  

 

- Ministerio de Salud Pública (MSP): 

o Elaboración de la “Guía de Abordaje de situaciones de violencia doméstica hacia 

mujeres”, promovida por el Decreto 494/2006. 

o Conformación del Programa de Violencia y Salud en el marco del Área de Salud 

Sexual y Reproductiva del ministerio para atender esta temática.  

o Constitución de una red de equipos de referencia en violencia doméstica y salud 

en todo el territorio nacional a cargo de dicha área.  

o Actualmente se está avanzando hacia la creación de un observatorio sobre 

violencia basada en género, apoyado por UNFPA.  

o Realización de la “Encuesta de Prevalencia de Violencia Doméstica en los 

servicios de salud”, con datos que podrán orientar las acciones que brinden una mejor 

atención ante las situaciones de violencia que sufren las mujeres mayores de 15 años 

asistidas en servicios de salud públicos y privados (resultados presentados en mayo de 

2013). 

 

- Instituto de niños, niñas y adolescentes del Uruguay (INAU):  

o Campañas de sensibilización: a) dirigidas a la ciudadanía, a través de folletos, 

afiches y volantes, en acuerdo con empresas privadas y apoya todos los años la 
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Campaña un Trato por el Buen Trato; b) Realización de talleres en los distintos Centros 

de Atención territoriales (Casamiga, Centros de Referencia Familiar y CEPRODE). 

 

- Secretaría de la Mujer/ Intendencia de Montevideo17:  

o Creación del programa Comunas Mujer en 1996 como un espacio de 

participación, encuentro y propuesta entre las mujeres para potenciar el desarrollo de 

iniciativas, fortalecer sus derechos y dar respuesta a necesidades específicas, con 

especial atención en violencia doméstica. Cada ComunaMujer tiene dos servicios 

gratuitos: jurídico y psicosocial. En total, Montevideo cuenta con 11 Comunas Mujer.  

o Servicio telefónico de orientación y apoyo a mujeres en situación de violencia 

doméstica: 0800 4141 o *4141 desde celulares, gestionado en convenio por la 

Intendencia de Montevideo y la Fundación PLEMUU. El servicio ofrece atención por 

personal especializado, realiza el primer asesoramiento y la primera contención a las 

mujeres y luego las deriva a los servicios más cercanos de atención psicológica o 

jurídica del Estado o de la sociedad civil. La asistencia es confidencial y gratuita. Fue 

creado en 1992, tiene cobertura nacional, es gratuito, confidencial y anónimo. Fue la 

primera política pública impulsada desde las organizaciones de mujeres en la temática.  

o Sensibilización18: se destacan como campañas recientes la denominada “Ni una 

muerte más por violencia doméstica” y el Concurso de Afiches sobre violencia en el 

noviazgo.  

 

- Poder Judicial:  

o Por ley Nº 17.707 de fecha 10 de noviembre de 2003, se faculta a la Suprema 

Corte de Justicia a transformar Juzgados de Familia en Juzgados Especializados en 

Violencia doméstica. Hasta la fecha en Montevideo se han creado 4 que se organizan en 

turnos semanales que tienen un total de 49 funcionarios/as (11 técnicos y 38 no 

técnicos). En el interior del país las situaciones de violencia doméstica se distribuyen 

entre las sedes de los Juzgados Letrados de Primera Instancia y los Juzgados Penales en 
                                                             
17Se detallan las acciones únicamente realizadas por el gobierno del departamento de Montevideo y no del 
resto del país por haberse sido éste pionero en la agenda de violencia de género. 
18Se detallan únicamente las más recientes 
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los casos que haya indicio de delito. En donde no hay Juzgados Letrados, los Juzgados 

de Paz cualquiera sea su categoría, tienen competencia de urgencia, conforme lo 

establecido en el artículo 6 de la ley 17.514, pudiendo disponer de forma provisoria las 

medidas pertinentes establecidas en esta ley, debiendo luego elevar lo actuado al 

Juzgado Letrado de Primera Instancia. 

o A partir de la ley 17.823 del Código de la Niñez y la Adolescencia pasan a tener 

responsabilidad no solo en lo relativo a la ley 17.514 sino que se les encomienda todo lo 

vinculado a protección de niños niñas y adolescentes.  

o La Defensoría Pública Brinda la asistencia gratuita en materia jurídica y de 

oficio en todo lo relativo a temas de familia y en materia de competencia exclusiva de 

los Juzgados Letrados de Primera instancia a ciudadanos/as que no superen un 

determinado nivel de ingresos. En Montevideo actúan las Defensorías de Oficio en 

Familia y Defensoría de Oficio en Familia Especializada en Violencia Doméstica, en el 

interior funcionan en los Juzgados Letrados de Primera Instancia.  

 

En términos de sensibilización existen distintos organismos públicos, de la sociedad 

civil y la cooperación internacional que despliegan campañas de no violencia hacia las 

mujeres. Recientemente ha tenido capacidad para coordinar diferentes organizaciones la 

“Campaña Únete” contra la violencia hacia las mujeres del Secretario General de las 

Naciones Unidas, Ban Ki-moon. Una de las acciones de mayor visibilidad pública en 

2012 ha sido la campaña “Nunca más a mi lado” de la Red Uruguaya contra la 

Violencia Doméstica y Sexual y la Bancada Bicameral Femenina del Parlamento 

uruguayo que utiliza una canción y video de un grupo musical de referencia en el país -

“No te va a gustar”- como eje.  

 

En relación a la sociedad civil, cabe destacar como un hito la conformación de la Red 

Uruguaya contra la Violencia Doméstica y Sexual (RUCVDS) en 1992 que reúne a las 

organizaciones de la sociedad civil especializadas en violencia doméstica y sexual y que 

ha tenido como principal cometido la sensibilización a la ciudadanía en general y al 

Estado en particular.  
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4.2 Legislación vigente 

 

En 1995 se aprobó dentro de la Ley de Seguridad ciudadana el delito de violencia 

doméstica (art. 321 bis del Código Penal) pero desde una perspectiva de sanción más 

que de protección y prevención.  

En estas dimensiones se logra avanzar en julio de 2002 cuando se sancionó la Ley Nº 

17.514 de violencia doméstica. En relación a su enfoque conceptual, cabe señalar que la 

ley no refiere a violencia de género, hacia las mujeres o feminicidios sino únicamente, 

como indica su nombre, al fenómeno de la violencia doméstica e intrafamiliar: 

“Constituye violencia doméstica toda acción u omisión, directa o indirecta, que por 

cualquier medio menoscabe, limitando ilegítimamente el libre ejercicio o goce de los 

derechos humanos de una persona, causada por otra con la cual tenga o haya tenido una 

relación de noviazgo o con la cual tenga o haya tenido una relación afectiva basada en la 

cohabitación y originada por parentesco, por matrimonio o por unión de hecho”. Una 

fortaleza de la legislación, empero, es que reconoce el problema en sus distintas 

dimensiones, distinguiendo violencia física, psicológica o emocional, patrimonial y 

sexual.  Aunque, como ha señalado reiteradas veces Rosana Medina en entrevista: 

“(…) prima en el escenario político y social una prevalencia en considerar más las 

situaciones de violencia doméstica y las otras formas de violencia hacia las mujeres no 

están tan presentes; tal vez hay algunos temas que vienen generando pequeñas semillas, 

sobre todo a partir de los movimientos de las organizaciones sociales, como puede ser la 

violencia obstétrica, la violencia simbólica con la discusión de la ley de medios donde 

también aparece el tema (…)  cuando hablamos de violencia hacia las mujeres en el 

imaginario social prima la violencia doméstica, la violencia en las relaciones afectivas, 

cosa que ha pasado en varios países (…)”.  

 

La ley de violencia doméstica crea el Consejo Nacional Consultivo de Violencia 

Doméstica como el máximo órgano coordinador de las políticas de violencia de género. 

El Consejo estuvo compuesto originariamente por un/a representante del Ministerio de 
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Educación y Cultura (actualmente por el Instituto Nacional de las Mujeres del 

Ministerio de Desarrollo Social) que lo presidie, un/a representante del Ministerio del 

Interior, un/a representante del Ministerio de Salud Pública, un/a representante del 

Instituto Nacional del Menor (actualmente Instituto Nacional de la Niñez y 

Adolescencia del Uruguay), un/a representante del Poder Judicial, un/a representante de 

la Administración Nacional de Educación Pública (ANEP), un/a representante del 

Congreso de Intendentes y tres representantes de las organizaciones no gubernamentales 

de lucha contra la violencia doméstica (actualmente provenientes de la Red Uruguaya 

contra la Violencia Doméstica y Sexual).Uno de los cometidos del Consultivo según lo 

establecido en la ley era la elaboración, implementación y evaluación del Plan Nacional 

de Lucha contra la Violencia Doméstica (véase más abajo).  

 

La Ley 18.214, del año 2007 prohíbe el castigo físico y humillante hacia las y los 

niñospor parte de sus padres o cuidadores, con lo cual también se considerará comoparte 

del concepto de violencia todas las formas de castigo físico y humillanteque niños/as y 

adolescentes reciban en el ámbito familiar, institucional o comunitario.  

En 2009 se sanciona la Ley Nº 18.561 de prevención y sanción del acoso sexual en el 

ámbito laboral y en las relaciones docente alumno tanto en las organizaciones públicas 

como privadas, que define en su artículo 2 al fenómeno como “todo comportamiento de 

naturaleza sexual realizado por persona de igual o distinto sexo, no deseado por la 

persona a la que va dirigido y cuyo rechazo le produzca o amenace con producirle un 

perjuicio en su situación laboral o relación docente, o que cree un ambiente de trabajo 

intimidatorio, hostil o humillante para quien lo recibe”. La ley mandata al Estado a 

“diseñar e implementar políticas de sensibilización, educativas y de supervisión, para la 

prevención del acoso sexual”. En relación al procedimiento establecido, la norma prevé 

la posibilidad de investigación y resolución administrativa en organizaciones públicas y 

privadas, en la Inspección General del Trabajo y la Seguridad Social del Ministerio de 

Trabajo y Seguridad Social y/o ante el Poder Judicial en caso que correspondiere. Un 

antecedente de esta legislación fue el Decreto 37/997 (5/2/97) reglamentario de la ley 

16.045  (junio de 1989) que regula la actividad laboral y prohíbe toda discriminación 

que viole el principio de igualdad de trato y de oportunidades para ambos sexos en 
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cualquier sector o ramo de la actividad laboral; el decreto califica al acoso sexual como 

“una forma grave de discriminación”.  

En relación a la violencia doméstica específicamente, se sancionó la Ley Nº 18.850 

“Hijos de personas fallecidas como consecuencia de hechos de violencia doméstica” 

(diciembre de 2011), establece una pensión no contributiva y una asignación familiar 

especial a hijos/as de personas fallecidas como consecuencia de hechos de violencia 

doméstica, administrada esta prestación por el Banco de Previsión Social.  

 

4.2.1 Ley contra la Violencia 

 

En julio de 2002 se sancionó la Ley Nº 17.514 de violencia doméstica (véase ítem 

anterior).  

 

4.2.2 Reconocimiento del feminicidio  

 

En Uruguay no existe la figura de “feminicidio”. Las acciones que se han realizado se 

vinculan fundamentalmente con la violencia doméstica, como se señala en la 

introducción a la sección y como enfatiza la entrevistada de la sociedad civil para esta 

materia:  

“Básicamente el feminicidio no se reconoce; lo que si ha hecho el Estado, y eso es una 

política pública bastante interesante, es ser fuente activa de información;   aquel rol de 

las organizaciones sociales de dar cuenta de cuántas mujeres eran asesinadas por 

situaciones de violencia doméstica,  dio lugar a que el Observatorio de Violencia y 

Criminalidad del Ministerio de Interior desde el 2005 hasta la fecha ha sido un actor 

clave, de que las cifras de los homicidios de  mujeres en situación de violencia 

domestica aparecen gracias al trabajo que viene desarrollando el Observatorio (…) pero 

el feminicidio como figura legal, como tipificación legal, no existe. No existe por qué, 

entre otras cosas, estamos en un proceso de revisión del código penal que lleva varios 

años, más de 5 años y aún sigue sin reformularse; y aún el proyecto que hoy tiene a 
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estudio el parlamento tiene dificultades en la inclusión de la perspectiva de género. 

Tenemos que pensar que en Uruguay el Código Penal tiene dentro de sus delitos la 

‘protección de las buenas costumbres y la moral’ dentro de los cuales están los delitos 

sexuales; entonces, el feminicidio hoy no tiene una cabida”  

 

4.2.3 Legislación sobre violencia sexual  

 

La  norma vinculada a la violencia sexual vigente es la ley de acoso sexual (Ley Nº 

18561, setiembre 2009) mencionada y descrita en el punto 4.2.  

Asimismo cabe destacar la aprobación de la ley N° 17.815 del 2004 sobre Violencia 

Sexual, Comercial  o no comercial cometida contra niños, adolescentes o incapaces, la 

cual tipifica los delitos de: producción de pornografía con utilización de personas 

menores de edad o incapaces, comercio y difusión de material pornográfico en que 

aparezca la imagen u otra forma de representación de personas menores de edad o 

personas incapaces; retribución o promesa de retribución a  personas menores de edad o 

incapaces para que ejecuten actos sexuales o eróticos de cualquier tipo;  y el  tráfico de 

personas menores de edad o incapaces. 

 

4.2.4 Tratamiento a la trata de personas  

 

En términos de avances legislativos vinculados al tema trata y tráfico de personas, se 

destacan: 

- Ley Nº 16.860 (setiembre 1997) Tráfico Internacional de Menores 

- Ley Nº 17.815 (setiembre 2004) Violencia sexual, comercial o no comercial cometida 

contra niños, adolescentes o incapaces 

- Ley Nº 17.861 (enero 2005) Convención de las Naciones Unidas contra la 

delincuencia organizada trasnacional y sus protocolos complementarios. 
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- Ley Nº 18.250 (diciembre 2007) Migración, tipifica delitos relativos a trata y tráfico 

de personas (artículos 77-80).  

- Ley Nº18.494 (junio 2009) Control y prevención de lavados de activos y del 

financiamiento  del terrorismo. Incluye medidas referidas a la protección de las 

víctimas, entre ellas: a)  La protección física de esas personas a  cargo de la autoridad 

policial; b) La utilización de mecanismos que  impidan su identificación visual por  

parte de terceros ajenos al proceso  cuando debe comparecer a cualquier  diligencia de 

prueba; c) La citación de manera reservada,  conducción en vehículo oficial y el  

establecimiento de una zona de  exclusión para recibir su declaración; d) La prohibición 

de toma de fotografías o  registración y divulgación de su imagen  tanto por particulares 

como por los  medios de comunicación. 

En relación al Poder Judicial, se constata un fortalecimientodel sistema de justicia  

debido a la creación de dos Juzgados del Crimen Organizado con competencia nacional; 

dos Defensores de Oficio (Ley de  Rendición de Cuentas Nº 18.362 de oct.  2008) y dos 

Fiscalías Especializadas (Ley Nº  18.390 de oct. 2008).  

A continuación se detallan, cronológicamente, algunas de las acciones realizadas desde 

el Poder Ejecutivo en los últimos años. El año 2006 particularmente constituyó un hito 

en la colocación del tema de trata y tráfico de personas en la agenda política en Uruguay 

y en dicho proceso la Organización Internacional para las Migraciones (OIM) en 

Uruguay jugó un rol fundamental, proceso que tiene como principal producto la 

inclusión del delito de trata y tráfico en la ley de migraciones, pero que también se 

potencia y desencadena políticas públicas en la materia.  

• El 2 de setiembre de  2005, en conjunto con la Dirección de Derechos  Humanos 

del Ministerio de Educación y Cultura  (MEC), se organizó el seminario “La  lucha 

contra la trata de personas: un nuevo desafío para los Estados” donde participaron  

autoridades de gobierno, del Poder Judicial y de organizaciones de la  sociedad civil. 

Posteriormente la Dirección de Derechos Humanos solicitó a la OIM la recopilación de 

toda la  información existente en materia de trata; un mapeo de actores públicos y 

privados involucrados en la temática y una relatoría  de la normativa sobre el tema y 

otros asuntos conexos, produciéndose el primer informe titulado “Trata  de personas en 

Uruguay. Panorama actual  y respuestas institucionales” (2006).  
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• Como parte de las actividades preparatorias de la XVI Cumbre Iberoamericana 

de Jefes de estado y de Gobierno que se realizó en Montevideo entre el 4 y 5 de 

noviembre de 2006, se desarrolló el Foro-debate “La cara oculta de las migraciones” 

organizado por la OIM y la Dirección de Derechos Humanos del Ministerio de 

Educación y Cultura, con el apoyo del Fondo de Población de las Naciones Unidas y la 

Delegación de la Unión Europea en Uruguay, tuvo lugar el 30 de octubre en los salones 

del Palacio Legislativo. 

• También en 2006 y a partir  de una solicitud de la Presidencia Pro Témpore del 

MERCOSUR a la Secretaría General de la OIM, desde la oficina regional de Buenos  

Aires, con el apoyo de la oficina en Montevideo  para el relevamiento local, se llevó 

adelante  la primera investigación exploratoria sobre la situación de la trata de personas 

incluyendo el caso uruguayo junto el argentino y el chileno. El estudio incluyó la 

realización de una encuesta judicial sobre la cantidad de casos de proxenetismo o de 

tipos afines a la modalidad de la trata de personas, un interrogatorio enviado a los 

cónsules uruguayos en países de destino de la trata (Italia, España, entre otros) y una 

compulsa entre potenciales víctimas de la trata realizada mediante una encuesta 

anónima entre las trabajadoras sexuales que asisten al consultorio de Profilaxis Sexual 

del Hospital Maciel del Ministerio de Salud Pública en Montevideo. Este trabajo fue 

clave para la identificación de zonas de riesgo en el país, señalándose como tales las 

ciudades de Colonia, Nueva Palmira, Montevideo, Paysandú y Maldonado.  

• Ese mismo año, OIM se mantiene en contacto con el Instituto Nacional de las 

Mujeres (Inmujeres) del Ministerio de Desarrollo Social (MIDES), donde se conforma 

un equipo técnico para brindar asistencia a víctimas de trata que lleguen del exterior del 

país en el marco del Programa de Asistencia al Retorno Voluntario de Víctimas de trata 

de la OIM. 

• En diciembre de 2006 y junio de 2007 se realizaron dos encuentros de 

capacitación, sensibilización e intercambio en Maldonado en el marco del proyecto de 

la OIM “Trata de niños y pornografía infantil en el MERCOSUR, Bolivia y Chile” que 

incluyó también el estudio del caso de Maldonado en Uruguay, en el cual participaron 

funcionarios y autoridades judiciales, educadores, integrantes de los servicios sociales 

municipales y de varios organismos públicos, como asimismo integrantes de 

organizaciones no gubernamentales. Debido al impacto que tuvieron estos encuentros, 
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se realizó un tercero en 2008 en el mismo departamento bajo la convocatoria: 

“Vulnerabilidad social, explotación sexual y pornografía infantil en Maldonado”. Como 

parte del mismo proyecto, en abril de 2007 se creó el foto web “Punto Sur” que busca 

articular a las distintas organizaciones que venían desarrollando acciones en la materia.  

• Programa de Retorno Asistido: se desarrolló en el año 2008 y 2009 desde el 

Instituto Nacional de las Mujeres (Inmujeres) del Ministerio de Desarrollo Social 

(MIDES), donde se conforma un equipo técnico para brindar asistencia a víctimas de 

trata que lleguen del exterior del país en el marco del Programa de Asistencia al Retorno 

Voluntario de Víctimas de trata de la OIM. 

• Desde el año 2008, Inmujeres viene coordinando la Mesa Interinstitucional de 

Combate a la Trata de Mujeres con fines de explotación sexual comercial,  integrada por 

organismos públicos (Ministerio de Desarrollo Social, Ministerio de Trabajo y 

Seguridad Social,Ministerio de Turismo y Deporte, Ministerio del Interior, Ministerio 

de Salud Pública, Ministerio de Relaciones Exteriores, Ministerio de Educación y 

Cultura, Ministerio Público y Fiscal, Poder Judicial, Poder Legislativo- Bancada 

Bicameral Femenina, Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay- CONAPESE), 

organizaciones de la sociedad civil (Red Uruguaya de Lucha contra la Violencia 

Doméstica y Sexual, Casa Abierta, El Paso), la OIM y Naciones Unidas. La finalidad de 

la Mesa es promover el diálogo interinstitucional y elaborar una estrategia de abordaje 

de la problemática. La Mesa ha avanzado en la definición de las bases hacia la 

construcción de un Sistema de Protección y Asistencia hacia personas en situación de 

trata en torno a las tres áreas reconocidas como prioritarias en el Protocolo de Palermo -

la prevención, la protección y asistencia a personas en situación de Trata, y la 

persecución del delito-.  

• En 2009 se realizaron dos encuentros binacionales, uno en Colonia y otro en 

Montevideo, denominados “Abordaje Interinstitucional para la Asistencia a Víctimas de 

la Trata de Personas”, organizados por la OIM, el Instituto Nacional de las Mujeres del 

Ministerio de Desarrollo Social (MIDES) y la Intendencia Municipal de Colonia y con 

el apoyo del Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay (INAU), Ministerio del 

Interior, la Dirección de Derechos Humanos del Ministerio de Educación y Cultura, la 

Dirección de Derechos Humanos del Ministerio de Relaciones Exteriores, la Dirección 

Nacional de Coordinación Territorial del MIDES, y el Comité Nacional para la 
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Erradicación de la Explotación sexual comercial y no comercial de niños, niñas y 

adolescentes (CONAPESE). 

• En el año 2010, se publicó el libro “La trata de mujeres con fines de explotación 

sexual comercial en el Uruguay. Caminos recorridos hacia la construcción de una 

política pública”, elaborado por Inmujeres y la OIM, con el apoyo de la AECID. 

También, con el mismo apoyo y el mismo año, en articulación con la ONG Casa 

Abierta, se elaboró y difundió el Folleto “Si vas a viajar, asegurate de poder volver”.  

• En julio de 2012 se aprueba el primer Protocolo de Actuación Frente a Casos de 

Trata de Mujeres, Niñas, Niños y Adolescentes elaborado por el Inmujeres con el apoyo 

de la Dirección de Asuntos Consulares del Ministerio de Relaciones Exteriores. El 

producto incluye la conceptualización de la trata de personas, sus fines, el perfil de las 

víctimas, los principios básicos de intervención y cómo identificar las víctimas. 

También tiene un apartado con un primer abordaje de cómo realizar la entrevista inicial, 

las acciones de protección y el posterior seguimiento del caso. 

• En setiembre de 2012 se realizó un Seminario Regional en Montevideo 

denominado "Aplicación de medidas para la elaboración de una política pública sobre 

trata y tráfico de mujeres, niños/as y adolescentes con fines de explotación sexual 

comercial. Avances y Desafíos.” 

 

Por último, como la principal política de intervención directa sobre la población 

afectada a destacar se encuentran los servicios de atención a mujeres, niños/as y 

adolescentes víctimas de trata y tráfico que brinda Inmujeres desde el mes de marzo de 

2010. En una primera instancia, los servicios se instalaron como pilotos en el marco del 

Proyecto “Aplicación de medidas para la elaboración de una política pública sobre trata 

y tráfico de mujeres, niños/as y adolescentes con fines de explotación sexual comercial” 

financiado por la Unión Europea fundamentalmente y con un aporte también del 

MIDES; este proyecto es considerado como un impulso muy importante en las políticas 

en la materia. Dichoproyecto tiene como instituciones socias al Ministerio de 

Relaciones Exteriores, a la ONG ForoJuvenil y como colaboradoras a la ONG Casa 

Abierta y a la ONG Enjambra. Este proyecto tiene alcance nacional y una duración de 

dos años y medio, siendo su población objetivo el funcionariado público (especialmente 
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del Ministerio de Relaciones Exteriores, del Ministerio del Interior, del Juzgado y la 

Fiscalía especializados contra el crimen organizado), mujeres, niñas, niños y 

adolescentes uruguayos/as en situación de trata de personas, y la ciudadanía en su 

conjunto. Sus objetivos son: a) Visibilizar la situación de mujeres, niñas/os y 

adolescentes víctimas de trata con fines de explotación sexual comercial en el Uruguay 

y en la región; b) Fortalecer las capacidades institucionales para el abordaje de la 

problemática de latrata en el país; c) Garantizar la asistencia integral y calificada de las 

víctimas. En el marco de este proyecto se crean dos servicios, unodirigido a mujeres 

adultas en situación de trata con fines de explotación sexual y otro a niños, niñasy 

adolescentes, los cuales fueron absorbidos por el Estado una vez finalizado el proyecto a 

fines de 2012. El servicio de Atención a mujeres en situación de trata con fines de 

explotación sexual comercialincluye asistencia psicológica, social y legal a mujeres que 

sufren o han sufrido situaciones de trata con fines de explotación sexual comercial, 

desde un enfoque integral desde las perspectivas de género, generaciones y de derechos 

humanos. Se atiende tanto a las mujeres directamente involucradas en esta situación así 

como también a sus allegados/as y/o familiares. El Servicio está integrado por 

profesionales de tres áreas: Psicología, Trabajo Social y Derecho. Brinda atención y 

asistencia psico - social - legal y patrocinio en juicio, cuando así correspondiere. Las 

tareas incluyen consultas en el local central del Ministerio de Desarrollo Social, 

entrevistas a domicilio, derivación y coordinación con instituciones, recepción de 

retornos asistidos, orientación y asesoramiento socio laboral. Si bien el Servicio está 

ubicado en Montevideo, su alcance es nacional. Esta es una debilidad del servicio 

debido a que si bien este departamento es una de las más afectadas del país, también 

están en la misma situación de gravedad otros departamentos para los cuales también se 

debería “acercar” el servicio, al menos en aquellas zonas más problemáticas. 

 

4.3 Acceso a la justicia y a la asistencia jurídica a mujeres en situación de violencia 

 

Uruguay cuenta con la Defensoría Pública como un derecho de todos/as los/as 

ciudadanos/as que no superen un determinado nivel de ingresos, la cual brinda la 

asistencia gratuita en materia jurídica y de oficio en todo lo relativo a temas de familia y 

en materia de competencia exclusiva de los Juzgados Letrados de Primera instancia. En 
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Montevideo actúan las Defensorías de Oficio en Familia y Defensoría de Oficio en 

Familia Especializada en Violencia Doméstica, mientras que en el interior funcionan en 

los Juzgados Letrados de Primera Instancia.  

Otra medida vinculada al acceso a la justicia es la Ley Nº 17.707 de fecha 10 de 

noviembre de 2003, que  faculta a la Suprema Corte de Justicia a transformar Juzgados 

de Familia en Juzgados Especializados en Violencia doméstica. Hasta la fecha en 

Montevideo se han creado 4. En el Interior del país las situaciones de violencia 

doméstica se distribuyen entre las sedes de los Juzgados Letrados de Primera Instancia y 

los Juzgados Penales en los casos que haya indicio de delito. En donde no hay Juzgados 

Letrados, los Juzgados de Paz cualquiera sea su categoría, tienen competencia de 

urgencia, conforme lo establecido en el artículo 6 de la Ley 17.514, pudiendo disponer 

de forma provisoria las medidas pertinentes establecidas en esta ley, debiendo luego 

elevar lo actuado al Juzgado Letrado de Primera Instancia. A partir de la Ley 17.823 del 

Código de la Niñez y la Adolescencia pasan a tener responsabilidad no solo en lo 

relativo a la Ley 17.514 sino que se les encomienda todo lo vinculado a protección de 

niños niñas y adolescentes. La justicia Penal al igual que las fiscalías en la materia 

interviene también en casos de violencia de género y violencia doméstica en tanto y en 

cuanto se verifican la ocurrencia de hechos delictivos y tienen por tanto un lugar 

relevante en el sistema de acceso a la justicia para las víctimas de violencia doméstica.  

La entrevistada para este punto presentó matices en relación a la “especialización” de 

las instancias creadas, aunque las resaltó como altamente favorables:  

“(…) la estructura de la administración de justicia en Uruguay implica que los jueces 

hacen un recorrido por el cual van transitando por todas las materias, por lo tanto, no 

llega a ese juzgado especializado una persona que tenga, o no necesariamente llega por 

tener formación en la temática, sino porque es parte de su carrera de acenso. En el caso 

de la fiscalía, no necesariamente pasa de la misma manera, pero tiene algo similar con la 

posibilidad que tiene más permanencia que los jueces y su carrera en el caso de las 

defensoría tal vez no suceda eso…. pero no necesariamente van las personas, o sea no 

hay una selección por la formación. Esto sucede a nivel judicial pero también sucede en 

el Ministerio del Interior que si bien tiene una serie de medidas implementadas para la 

mejora de la capacitación, quien ingresa a trabajar en un unidad especializada no 
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necesariamente es un persona que tenga capacitación, es parte de un traslado que te 

pueden dar (…) entonces la especialización es una especialización relativa”. 

La ley 18.719 (2010) en su art. 54 crea la 3er Fiscalía Letrada Nacional en Materia de 

Violencia Doméstica y en 2012 se crearon los cargos para su integración (Fiscal Letrado 

Nacional en lo Civil, un cargo de Fiscal Letrado adjunto, un cargo de Secretario 

Letrado, dos cargos administrativos y un cargo auxiliar). 

Como iniciativa de  la sociedad civil y la cooperación internacional que se registró en 

este punto el  Proyecto “Es Tiempo de Justicia de Género”, se ejecuta desde el mes de 

octubre de 2010, en varias fases y en la órbita de la organización Mujer Ahora y con el 

apoyo de ONU MUJERES.  Entre otras actividades, el proyecto presentó una petición 

de rango constitucional ante la Suprema Corte de Justicia como órgano de máxima 

jerarquía del Poder Judicial, referida a los derechos  humanos de las mujeres (2012).  

Una de las principales preocupaciones de la sociedad civil en relación al acceso a la 

justicia se vincula con los prejuicios que todavía impregnan la práctica judicial y las 

dificultades para comprender el fenómeno de la violencia doméstica como un asunto de 

género. En este sentido y a modo de ejemplo, planteó Medina en entrevista:  

“(…) el año pasado las organizaciones peticionamos a la Suprema Corte de Justicia para 

que evite quitar medidas de lo que serían las medidas cautelares o de protección para 

ambas partes, o lo que ellos llamaban  medidas recíprocas. De alguna manera lo que 

pensamos es que las medidas recíprocas reflejan la no determinación de víctima y 

agresor, producto también de ese abordaje intrafamiliar que al decretar una prohibición 

de acercarse y comunicarse de ambas partes, es casi lo mismo como decir ‘señores, 

comportensé bien’ y colocar el abordaje desde una mirada de que los dos tienen 

responsabilidad y no existe una desigualdad de poder. Entonces eso, en las practicas 

judiciales, se ve con ese tipo de ejemplos” 
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4.3.1 Capacitación y sensibilización a operadores de justicia  

 

En relación al ítem referido a la capacitación y formación de recursos humanos en 

general en materia de violencia de género, lo que se ha venido señalando en distintos 

informes sobre el avance en este punto es que si bien se han registrado avances en la 

implementación de capacitaciones y formación de recursos humanos en diferentes 

instituciones, incluyendo el Poder Judicial, estas instancias siguen siendo puntuales y 

esporádicas en la mayor parte de los casos y generalmente no se realizan evaluaciones 

para analizar cómo han impactado las mismas en las prácticas de las y los operadores.  

Este déficit también fue planteado por ManfredNowak, Relator Especial de la ONU 

sobre la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, en su visita a 

Uruguay demarzo de 2009 señalando la renuencia de los jueces a aplicar la ley como 

uno de los obstáculos detectados. En el mismo sentido se pronunciaron las 

Observaciones finales del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la 

Mujer en 2008.  

Una de las experiencias destacadas en este punto fue el Programa de Capacitación 

Piloto Multidisciplinario en Violencia Doméstica, instrumentada a través de 

organizaciones de la sociedad civil El Faro y Mujer Ahora en el marco del proyecto 

“Fortalecimiento Institucional de la Justicia para el Desarrollo Equitativo” a partir del 

convenio de donación suscrito entre el Banco Mundial y la República Oriental del 

Uruguay. El programa se propuso capacitar 250 personas, la mitadoperadores del Poder 

Judicial: jueces, fiscales, defensores de oficio y otros profesionales auxiliares de la 

justicia (2006-2007). Desde del 2010 a la fecha, el Poder Judicial tiene un programa 

financiado por la cooperación española en articulación con elMinisterio del Interior, el 

INMUJERES y el Ministerio de Salud Pública,que incluye algunas acciones vinculadas 

a la formación: se han hecho algunos encuentros específicos, por ejemplo, en relación a 

la implementación de las pulseras electrónicas así como también existe una articulación 

con el Poder Judicial argentino en la materia. Sin embargo, en la entrevista Rosana 

Medina señaló que ha existido mayor resistencia a la capacitación en el Poder Judicial, 

por ejemplo, cuando se ha procurado desde las organizaciones sociales ofrecer 

instancias de sensibilización y formación, ya que no han tenido las puertas abiertas para 

ello.  
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Entonces, la principal debilidad en este punto refiere a la capacitación de los/as 

operadores/as del Poder Judicial, dado que como se mencionó anteriormente, el 

Ministerio del Interior ha realizado importantes avances en lo que respecta a la 

sensibilización y formación de su personal. 
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5. Acceso de las mujeres a las nuevas tecnologías y promoción de 
medios de comunicación igualitarios, democráticos y no 
discriminatorios  
 

Las políticas desarrolladas en el campo de las TIC en Uruguay han tenido un importante 

avance en términos de garantizar el acceso a estas tecnologías, con el objetivo expreso 

de lograr una sociedad más equitativa, integradora y democrática.  

En este marco, se observa que la perspectiva de género en referencia a las TIC está 

presente en las acciones promovidas desde la institucionalidad específica que se generó 

para transversalizarla (Inmujeres), pero no está considerada particularmente dentro de la 

agenda de la institución creada con el cometido de atender el desarrollo de las TIC en el 

campo de las políticas públicas (AGESIC). Estas desarticulaciones plantean desafíos 

que trascienden el ámbito del acceso, y se sitúan en la apropiación de las tecnologías por 

parte de las mujeres.    

 

5.1 Acceso a las Tecnologías de la Comunicación y de la Información (TIC)  

 

En los últimos años, Uruguay avanzó en la cobertura y aprovechamiento del uso de las 

TIC para el desarrollo. Como señala Goñi (2013), este avance es producto de múltiples 

factores, tales como la universalización del acceso a las computadoras en el sistema 

educativo (Plan CEIBAL) y por ende en los hogares, el amplio acceso a Internet, a 

celulares y la participación del país en diferentes procesos internacionales y regionales 

que promueven una plataforma de acción política frente a la sociedad de la información 

y el conocimiento19.  

La institución responsable de desarrollar y promover "el mejor uso" de las tecnologías 

de la información y la comunicación (TIC), con el objetivo de "lograr una sociedad más 

                                                             
19 Uruguay participo en la plataforma eLAC 2010, en la elaboración del Plan de Acción 
eLAC 2010, coordinando el grupo de  “sector productivo”, “infraestructura” y “redes 
avanzadas”. 
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equitativa, integradora y democrática” (Decreto N° E/607, 2011), es la Agencia para el 

Desarrollo del Gobierno de Gestión Electrónica y la Sociedad de la Información y el 

Conocimiento (AGESIC), un organismo dependiente de la Presidencia de la República. 

Con base en los compromisos asumidos por el país en las diferentes instancias 

internacionales, la AGESIC elaboró la Agenda Uruguay Digital (AUD), que busca 

diseñar y ejecutar políticas públicas específicas en el marco de la expansión de las TIC. 

Particularmente, en la AUD que abarca los años 2011 a 2015, el énfasis está en la 

generación de beneficios directos y concretos para la ciudadanía (ADU, 2011-2015). No 

obstante, ni en ésta AUD ni en las versiones anteriores se incorpora la perspectiva de 

género, ni se visualizan acciones dirigidas específicamente hacia las mujeres, y tampoco 

se prevé articular acciones con Inmujeres.  

Si bien Inmujeres, a través del Primer Plan de Igualdad de Oportunidades y Derechos, 

2007-2011(PIODNA), se ha planteado una línea estratégica de intervención (LEI) que 

se denomina: Desarrollo de medidas para aumentar el acceso de las mujeres a las 

tecnologías de la información y comunicación (TIC) eliminando la brecha de género 

existente, ésta prevé acciones de carácter muy general. Los resultados que se esperaba 

obtener apuntaban a identificar barreras en el acceso de las mujeres a las TIC, 

facilitando el acceso a estas tecnologías, generando instancias de formación e 

incorporando la perspectiva de género en el manejo de las mismas.  

No obstante, si bien se produjeron avances, muchas de las acciones planteadas no 

pudieron desarrollarse cabalmente. Siguiendo a Goñi (2013), puede indicarse que 

algunas de las acciones puntuales desarrolladas desde 2007 a la fecha comprenden: 

• Desde el Sistema de Información de Género, se trabajó en conjunto con el 

Observatorio Social del Ministerio de Desarrollo Social (MIDES)  en el análisis de los 

datos que provienen del módulo TIC de la ECH desde una perspectiva de género. 

• En conjunto con el Ministerio de Educación y Cultura (MEC), específicamente 

con los Centros MEC , se realizaron talleres de alfabetización digital realizados en todo 

el país en donde participaron aproximadamente siete mil personas, de las cuales 70% 

eran mujeres entre 20 y 80 años. 
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• Realización de una mesa plenaria con el tema TIC y género con colaboración de 

la Cátedra Regional UNESCO Mujer, Ciencia y Tecnología en América Latina, donde 

se trabajó con el material “Alicia en el país de las TIC”. 

 

Como señaló María Goñi en la entrevista que le realizáramos en ocasión de este 

relevamiento, las tecnologías "no son neutras al género". En este marco, se observa que 

en Uruguay la transversalización en el ámbito de las TIC es débil y se centra 

principalmente en el acceso. Retomando a Goñi, el desafío está en lograr acciones 

integrales y de largo plazo: "Lo que sucede en Uruguay, y creo que ahí es el punto que 

hay que ponerle a la discusión, es que los buenos indicadores que hay en el acceso 

terminan invisibilizando las desigualdades que empieza a haber en los usos y no hay 

políticas -y obviamente, el acceso si se quiere es un política mucho más sencilla de 

implementar (...)- que promuevan un uso que atienda a las dificultades que puedan tener 

hombres y mujeres. Éstas son mucho más difíciles de planificar, y son políticas que 

necesariamente abarcan diferentes ámbitos, porque están desde los niveles educativos 

hasta niveles laborales específicos, e implican acciones mucho más articuladas y de 

largo plazo". 
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6. Salud integral y los derechos sexuales y reproductivos de las 
mujeres  
 

Uruguay ha presenciado en la última década avances fundamentales en lo que refiere a 

la consagración y efectivización de los derechos sexuales y reproductivos de las 

mujeres, si se examina esta dimensión en comparación con otras de la ciudadanía. El 

país tiene un marco normativo en materia de salud sexual y reproductiva que 

básicamente reconoce estos derechos como derechos humanos (ley 18.426, que se 

reglamenta a partir de 2010 y es puesta en marcha a partir de enero de 2011, en el 

Sistema Nacional Integrado de Salud). Dentro del marco normativo también se destaca 

la ley general de educación, que incluye un articulado específico sobre educación 

sexual, la re-instalación de la comisión de educación sexual (con otras características a 

las que tuvo en el período anterior) y el desarrollo de una serie de acciones en el marco 

de un programa de educación sexual en los tres sistemas de la enseñanza: primaria, 

enseñanza secundaria y técnica. Dentro de ese marco normativo, también se destaca la 

ley nacional de igualdad de oportunidades y derechos y particularmente, el Primer Plan 

Nacional de Igualdad de Oportunidades y Derechos, que entre sus líneas para la 

igualdad reconocía los derechos sexuales y reproductivos. 

Finalmente, la ley de interrupción voluntaria del embarazo, aprobada en 2012 y puesta 

en marcha ese mismo año, implicó un paso significativo en materia de derechos, aunque 

aún reviste complejidades importantes que lesionan la autonomía de las mujeres. 

Todavía quedan retos por enfrentar de distinto tipo según el tópico que se analice, lo que 

será abordado en los sub apartados siguientes. 

 

6.1 Acceso universal e integral de las mujeres a los derechos sexuales y 

reproductivos   

 

En 2008 se aprobó la ley 18.426, de Defensa del Derecho a la Salud Sexual y 

Reproductiva, que estableció un marco general de protección de los derechos sexuales y 



79 
 

reproductivos y la responsabilidad de los organismos públicos en la aplicación de los 

contenidos de la misma.  

Entre sus principios, se destacan la universalización en el nivel primario de la cobertura 

en salud sexual y reproductiva; el garantizar la confidencialidad y privacidad de las 

prestaciones, la formación adecuada de los recursos humanos de la salud y la 

incorporación de la perspectiva de género; el capacitar a los docentes de la enseñanza 

primaria, secundaria y terciaria para la educación en el ejercicio de los derechos 

sexuales y reproductivos como parte de una ciudadanía plena. Entre los objetivos 

específicos se encuentran: difundir y proteger los derechos de niños, niñas, adolescentes 

y personas adultas en materia de información y servicios de salud sexual y reproductiva; 

prevenir la morbimortalidad materna y sus causas; promover el parto humanizado 

garantizando la intimidad y privacidad; promover la maternidad y paternidad 

responsable y la accesibilidad a su planificación; garantizar el acceso universal a 

diversos métodos anticonceptivos seguros y confiables; incluir la ligadura tubaria y la 

vasectomía con consentimiento informado de la mujer y del hombre, respectivamente; 

fortalecer las prestaciones de salud mental desde la perspectiva del ejercicio de los 

derechos sexuales y reproductivos, la prevención de la violencia física, psicológica, 

sexual y las conductas discriminatorias; prevenir y tratar las enfermedades crónico-

degenerativas de origen genito-reproductivas; promover climaterios saludables desde la 

educación para la salud; prevenir y reducir el daño de las infecciones de transmisión 

sexual; y prevenir y reducir el daño del efecto del consumo de sustancias adictivas. 

La ley implica que los servicios de salud están obligados a brindar el acceso a la 

anticoncepción, prevención del VIH-Sida, prevención y tratamiento del cáncer génito-

mamario y atención del aborto inseguro. Originalmente, el proyecto de ley también 

incluía la despenalización de aborto voluntario, pero los capítulos que la incluían fueron 

vetados por el entonces presidente Tabaré Vázquez, por lo que no fue sino hasta a 

aprobación de la ley 18.987 en 2012 que se estableció la despenalización del aborto 

inducido (ver ampliación en ítem sobre el tema).  

Con respecto a la ley 18.426, desde 2010 se reglamentó (a través del Decreto 293/010) 

que se aplicara al Sistema Nacional Integrado de Salud, obligando a los prestadores 

públicos y privados a dar estos servicios. 
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En marzo del 2010, se creó el Departamento de Programación Estratégica en Salud 

(DPES), como parte del proyecto de construcción de la agenda nacional de prioridades y 

como forma de lograr una mayor eficacia en las acciones propuestas a nivel de la 

política sanitaria que impulsaba el MSP. 

En este marco se encuentra el Área de Salud Sexual y Reproductiva, integrando los 

Programas ITS-VIH/Sida, Violencia y Salud, Salud Integral de la Mujer y Varón. 

Como señaló Alejandra López Gómez, integrante de MYSU, en una entrevista 

concedida en el marco de este relevamiento, "En último período, me parece que hay 

avances importantes en la reglamentación de ciertas leyes, o la aprobación de otras 

como la de IVE, y el comienzo de la implementación a nivel nacional; hay un segundo 

punto que me parece que es importante, que tiene que ver con que los marcos 

normativos yo pienso que son consecuencia de una serie de maduraciones que se dan 

también en términos de las demandas ciudadanas (...) En el caso de Uruguay la 

demanda por el reconocimiento progresivo de los derechos sexuales y los derechos 

reproductivos ha sido sostenida desde hace muchos años, originalmente por parte de las 

organizaciones feministas y de mujeres, pero progresivamente por un concierto más 

amplio de actores: actores vinculados a la diversidad sexual, actores vinculados a los 

movimientos por derechos humanos, a trabajadores organizados, y eso adquiere cierta 

madurez y determina la presión de la capacidad de influencia que genera una necesidad 

de adecuación de marcos normativos pre-existentes, o vacíos de marcos normativos que 

respondían a otros tiempos históricos o a otros pactos sociales y que requerían ser 

adecuados a los nuevos tiempos. Me parece que hoy hay un mayor reconocimiento 

social, no solamente político de los derechos sexuales y reproductivos, este tema ha 

formado parte de las campañas electorales, ha ingresado en los debates políticos más 

amplios, y eso es parte de ese proceso de larga duración que para algunos comienza en 

el 85' y que va adquiriendo una cierta densidad desde el punto de vista de la demanda 

social, ciudadana,  eso es muy importante porque no solamente permite la aprobación o 

la adecuación de los marcos normativos a esos nuevos acuerdos sociales sino que 

también es necesaria para la vigilancia ciudadana posterior a que los marcos existen; 

que existan los marcos es importante pero que se cumplan es más importante de que 

existan, digamos. Entonces reconocimiento político, reconocimiento social y demanda 

ciudadana para mí son los elementos fundamentales". No obstante, López Gómez señaló 
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dificultades y barreras importantes en la aplicación de la normativa referente a salud 

sexual y reproductiva, que serán retomadas en los siguientes apartados. 

 

6.2 Educación Sexual Integral y planificación familiar  

 

En el sistema público, en marzo de 2006 se constituye la Comisión de Educación Sexual 

con el cometido de “elaborar un proyecto programático que apunta a la incorporación de 

la educación sexual en el proceso educativo integral de las y los alumnos, basado en un 

contexto de Desarrollo, Salud y Derechos que potencie la construcción de ciudadanía” 

(Anexo 1, Res. 1-100213/05). 

El trabajo de la Comisión dio origen a una propuesta titulada: “La incorporación de la 

educación sexual en el sistema educativo formal: una propuesta de trabajo”, que recibió 

aprobación de las autoridades del Consejo Directivo Central (CODICEN) en noviembre 

de 2006. A partir de dicha aprobación, el CODICEN puso en marcha un Programa 

Nacional de Educación Sexual, con el objetivo de implementar y consolidar la 

incorporación de la Educación Sexual en todos los niveles de la Educación Pública, en 

un contexto de derechos, ciudadanía y desarrollo con equidad.  

No obstante, es importante destacar que en las entrevistas, algunas actoras hicieron 

referencia a las barreras existentes en el sistema educativo público para incorporar la 

educación sexual, lo que repercutía en que la incorporación de la misma era diferencial 

para los subsistemas, señalándose que era baja en primaria y tenía mayor incorporación 

en enseñanza media (particularmente en la enseñanza técnica). 

A su vez, es importante destacar que la Ley General de Educación (18.437, publicada a 

principios de 2009) en su Capítulo IV, referido a los principios de la educación estatal, 

determina en su Artículo 18 la igualdad de oportunidades oequidad, haciendo especial 

destaque en la transformación de los estereotiposdiscriminatorios por motivos de 

género, raza, etnia u orientación sexual y en suCapítulo VI define las líneas 

transversales del Sistema Nacional de Educación, entrelas que se destaca la educación 

en derechos humanos, la educación para la salud yla educación sexual. Estas 

intervenciones transversales están presentes en losdiferentes planes y programas de 
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manera que alumnos y alumnas incorporen hábitosde vida saludables, se promueva la 

salud y se prevenga la enfermedad. 

En el ámbito privado, si bien rige la ley de educación, la regulación por parte de las 

autoridades educativas está menos presente, existiendo una gran variedad de ofertas en 

materia de educación sexual que no está sistematizada y es difícil de visualizar en su 

totalidad.  

 

En cuanto a la planificación familiar, desde 1992, se establece por decreto que toda 

persona de 21 años o más, con sus capacidades intelectuales y psíquicas plenas, por su 

sola voluntad y bajo la firma del consentimiento informado, tiene derecho a acceder a la 

ligadura o a la vasectomía. No obstante, se registraron barreras en la práctica que 

provenían de los profesionales de la salud y obstaculizaban la concreción de la decisión, 

por lo que en 2008 el Ministerio de Salud Pública reafirmó el decreto (aunque siguen 

existiendo complicaciones, relacionadas con el costo de los procedimientos menos 

invasivos). 

Desde 1998, los servicios públicos trabajan con una “canasta básica” de servicios de 

anticoncepción (métodos hormonales orales –algunos servicios de salud públicos tienen 

también inyectables–, DIU (dispositivo intrauterino), preservativos masculinos, 

anticoncepción para la lactancia y anticoncepción hormonal de emergencia). Los 

servicios privados empiezan a ampliar su canasta de anticonceptivos a partir de la ley 

18.426, aunque no sin resistencias frente a algunos métodos, tanto de índole religioso 

como económico por parte de las prestadoras privadas de salud. De hecho, el costo de la 

anticoncepción corre a cuenta de las mujeres.  

Según el decreto del Poder Ejecutivo 001-3-6712/2010, los sectores privado y público 

deben garantizar el acceso universal a los métodos anticonceptivos, por lo que deben 

contar con: anticonceptivo oral hormonal combinado monofásico, anticonceptivo oral 

combinado trifásico y anticonceptivo oral hormonal de emergencia. Además, deben 

brindar condones masculinos bajo indicación médica a las personas usuarias que lo 

requieran. 

Cada persona usuaria tendrá derecho a recibir del prestador de salud una cuponera que 

contenga trece vales -entregados por el médico ginecólogo o médico general de 
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referencia- por anticonceptivos oral hormonales, una cuponera que contenga doce vales 

por quince condones masculinos cada uno, y otro que contenga tres órdenes por 

anticonceptivos orales de emergencia. 

Retomando lo que indicaba López Gómez en la entrevista en cuanto a la 

implementación, se indicaba que "allí es donde aparecen una serie de dificultades y de 

barreras; el punto crítico de esto es que en realidad son los obstáculos para el ejercicio 

de estos derechos (...) Por un lado el Sistema Nacional Integrado de Salud, a pesar de 

los pasos que se han dado hoy, no tiene condiciones para garantizar la universalidad del 

acceso a la atención de la salud sexual y reproductiva. La línea de base de los servicios 

públicos no es el 2010 cuando se reglamenta la ley 18.426, su línea de base es anterior, 

por lo menos en los servicios de ASSE es en el 2002, en los servicios municipales es en 

el 96', esa es la línea de partida. Entonces que nosotros hoy tengamos servicios en ASSE 

donde digamos hay una oferta de servicios que no logra adecuarse o responder 

oportunamente, o ser utilizada de manera oportuna por la población usuaria, eso es un 

punto crítico porque hay un tema entre oferta y demanda que no se termina de 

encontrar. Por ejemplo los estudios que tenemos más recientes nos muestran que las 

mujeres acceden a los servicios de anticoncepción no en los servicios de salud sino en 

las farmacias y comercios, cuando los servicios anticonceptivos en el caso de los 

servicios públicos son gratuitos y además son métodos de buena calidad, no son 

distintos a los que hay en las farmacias y comercios; sin embargo las mujeres en un 

porcentaje superior al 50% resuelve esta demanda en los comercios y no en los servicios 

de salud. Básicamente anticonceptivos, preservativos y anticonceptivos orales, porque 

en realidad hay un tema crítico que tiene que ver con la colocación del DIU, el cual 

sigue siendo de muy bajo uso, y el muy bajo uso está asociado a estas  barreras 

culturales y corporativas de los médicos que plantean una serie de objeciones, no 

objeciones de conciencia, sino mínimas barreras sutiles para colocar los DIU. Este 

asunto crítico con la anticoncepción está más planteado en la mutualista, donde la línea 

sí cambia después del 2010 (porque las mutualistas previamente hacían una oferta de 

anticoncepción muy variable, más bien de muy bajo perfil, básicamente asociada a los 

anticonceptivos orales, alguno de última generación pero no todos, y a un costo bolsillo 

para las usuarias que no tenía mayor distinción que el costo bolsillo que se podía tener 

en farmacias y comercios), con lo cual en general las usuarias de mutualistas, que son el 

50% de las usuarias del Sistema Nacional Integrado de Salud, generalmente lo 
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resolvíano con su ginecólogo particular o mutual, pero como no tienen receta se 

adquirían en farmacias. El tema es que en las mutualistas, si bien se ofreció (...) la 

misma oferta que se da a nivel público, tienen una enorme barrera que es la colocación 

del DIU, porque prácticamente son muy pocas las que lo están colocando. Allí hubo, y 

hay una resistencia muy importante del personal médico, que se resiste a colocarlo sin 

que sea considerado un acto médico(por lo tanto un acto que sea pago especialmente), y 

esto se refleja en los resultados, porque las mujeres usuarias de mutualistas son las que 

menos usan DIU (...) Entonces ahí hay un tema que tiene que ver con el acceso al 

recurso anticonceptivo, y finalmente sobre anticoncepción un capítulo especial tiene que 

ver con el anticonceptivo de emergencia, porque Uruguay desde los 60' tiene venta libre 

en farmacias sin receta médica y a un costo relativamente bajo. Está disponible de 

manera gratuita en los servicios públicos y en las mutualistas, sin embargo es un recurso 

muy poco conocido, muy poco utilizado y poco divulgado, y en realidad es el único 

método que puede resolver un embarazo no deseado ante la falla o el no uso de un 

método regular digamos, entonces el que este recurso anticonceptivo que en muchos 

países está penado, que en Uruguay es de venta libre, que prácticamente no se conozca 

también responde a que no se han realizado esfuerzos mayores para poder divulgar los 

recursos disponibles para que las personas puedan tomar sus decisiones y garantizar el 

derecho reproductivo. Porque para poder ejercer este derecho tengo que poder acceder a 

los recursos que me permitan efectivamente regular, esos son los métodos 

anticonceptivos -fundamentalmente los modernos-, las brechas en el uso de métodos 

anticonceptivos son muy importantes cuando uno las analiza por nivel socioeconómico, 

o por  nivel educativo en las mujeres, no hay una brecha muy importante en el Interior, 

pero si la hay en términos socioeconómicos y como suele pasar con los temas de salud 

sexual y reproductiva, en general las mujeres menos educadas y con menos condiciones 

en términos de recursos económicos son las más desprotegidas y las más vulnerables. 

Entonces bueno, ahí tenemos problemas en términos de la instrumentación". 

 

6.3 Mortalidad materna y casos de VIH/sida  

 

La mortalidad materna se redujo en el período comprendido desde 2010 a la actualidad. 

Según el Sistema de Registro de muertes maternas del Ministerio de Salud Pública, el 
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número de muertes pasó de 8 en 2010 a 4 en 2011, registrándose un ascenso en 2012, 

año en que fueron registrados 5 fallecimientos de mujeres por esta causa.  

En lo referente a VIH/sida, el número acumulado de casos de VIH y Sida desde 1983 

(año en que se registró el primer caso en Uruguay) a 2010 es de 13.979. Según datos del 

MSP (2012), la epidemia se define como tipo II (o concentrada); si bien el año 2010 se 

caracterizó por presentar las tasas más altas de notificaciones de VIH de las últimas dos 

décadas (con cifras de 25,56 por 100.000habitantes) una posible explicación puede 

radicar en que se trate de una respuesta a la mayor oferta de la prueba, ya que se observa 

que la tasa de notificación de Sida se presenta estable en los últimos años, y a partir de 

2005 la mortalidad por esta causa se ha mantenido prácticamente constante (siendo su 

tasa de mortalidad específica 5 por 100.000 habitantes)20. 

A nivel de la institucionalidad referente a VIH/sida, en 1987 por el Decreto 345/87 se 

creó el Programa Nacional de Sida.  

En 2002, se incorporó el Programa de Infecciones de Transmisión Sexual (ITS), 

pasando a denominarse Programa Prioritario de ITS/Sida. 

En 2008, por decreto del Poder Ejecutivo se constituyó la Comisión Nacional de SIDA-

Mecanismo Coordinador País (CONASIDA-MCP), organismo de participación 

intersectorial que propone acciones y da seguimiento a la respuesta al VIH/Sida. La 

CONASIDA-MCP aprobó y validó el Plan Estratégico Nacional (2006-2010) y el 

Marco de Resultados elaborado en 2010-2011 que constituye el esqueleto del PEN 

2012-2016. 

El Decreto reglamentario de la ley 18.426, n° 293/010, en su artículo 2º destaca que las 

prestaciones de los servicios de salud sexual y reproductiva tienen como propósito 

mejorar la calidad de vida y relaciones personales además de ofrecer consejería y 

cuidados relativos a las ITS. En el artículo 3º, describe las características de estos 

servicios como: universales; amigables, inclusivos, igualitarios, integrales, 

multidisciplinarios, éticos, calificados y confidenciales. 

                                                             
20 Es importante indicar que por resolución Nº171/1997 del MSP, se define el acceso universal de 
medicamentos antirretrovirales a todas las personas viviendo con el VIH que lo requieran, tanto en el sector 
público como en el privado. 
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Desde el año 2010, el Programa Nacional ITS-VIH/Sida (PNITS-VIH/Sida) integra el 

Departamento de Programación Estratégica en Salud, actualmente en la órbita de la 

Dirección General de la Salud. Entre las directrices que sustentan el PNITS-VIH/Sida se 

encuentra el desarrollar normativas e intervenciones desde una perspectiva de género, 

etnia, edad, y diversidad sexual, garantizando el ejercicio de los Derechos Humanos, 

dando prioridad a quienes se hallan en situación de vulnerabilidad social-económica-

cultural. 

Desde 1998 se ofrece a cada embarazada la posibilidad de realizarse la prueba del VIH, 

realizando consejería previa y posterior a la prueba (en casos de embarazos no 

controlados, está disponible la prueba rápida para VIH). 

Por otra parte, la novedad para el período posterior a 2010 radicó en que Uruguay 

obtuvo el apoyo del Fondo Mundial de Lucha Contra el Sida, la Tuberculosis y la 

Malaria para el proyecto país. En el marco de este proyecto, se apoyó la propuesta de 

Uruguay a través de una donación de 3.800.876 dólares para un período de dos años 

(que tenía posibilidad de extenderse a tres años más). Así, en 2012 comenzó a ejecutarse 

en el país el proyecto “Hacia la inclusión social y el acceso universal a la prevención y 

atención integral en VIH – sida de las poblaciones más vulnerables en Uruguay”, 

orientando sus acciones hacia dos de las poblaciones más vulnerables frente al VIH/sida 

en Uruguay: 

•    Población de travestis, transgénero y transexuales; incluyendo quienes realizan 

trabajo sexual; 

•    Población de hombres que tiene sexo con hombres (gay, homosexuales y bisexuales) 

; incluyendo quienes realizan trabajo sexual; 

Las dos instituciones responsables de su ejecución son el Ministerio de Salud 

Pública(como Receptor Principal Estatal) y la Agencia Nacional de Investigación e 

Innovación (como Receptor Principal No Estatal); ambas instituciones tenían roles 

específicos a cumplir en relación a los objetivos del proyecto, que se detallan a 

continuación: 

 

1. Promover el acceso universal a la prevención, diagnóstico y atención de VIH e 
ITS y coinfección VIH-TB de la población de hombres gay, de otros HSH y 
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Trans (incluyendo trabajadores sexuales y personas privadas de libertad), con 
base en evidencias y en un marco de derecho a la salud. (Ejecución a cargo de 
Receptor Principal Estatal, a través de su Unidad de Gestión del Proyecto Fondo 
Mundial para el SIDA) 

2. Fortalecer las organizaciones y colectivos de HSH y Trans del país para 
contribuir a su integración social y consolidar un entorno favorable para el 
control de la epidemia. (Ejecución a cargo de Receptor Principal No Estatal, que 
trabajó para su implementación con tres organizaciones de la sociedad civil que 
fueron seleccionadas por la CONASIDA – MCP para actuar como Sub-
receptoras. Estas organizaciones son: Cooperativa Centro Virchow (CENTRO 
VIRCHOW), Iniciativa Latinoamericana (Inlatina) y Mujer y Salud en Uruguay 
(MYSU ) 

3. Promover un entorno social favorable hacia la plena inclusión social y el 
ejercicio pleno de la ciudadanía de las poblaciones de HSH y Trans que 
disminuya su vulnerabilidad a las ITS y VIH. (Ejecución a cargo de Receptor 
Principal No Estatal, que trabajó para su implementación con las tres 
organizaciones de la sociedad civil anteriormente mencionadas) 

4. Consolidar un sistema de información nacional oportuno, relevante y 
transparente, que contribuya con evidencia actualizada a la respuesta nacional. 
(Ejecución a cargo de Receptor Principal Estatal, a través de su Unidad de 
Gestión del Proyecto Fondo Mundial para el SIDA) 

 

Por la información que pudo recabarse en las entrevistas, es posible suponer que este 

proyecto actualmente tendría su continuidad seriamente comprometida (una vez que 

finalice su primera etapa). 

 

6.4 Interrupción voluntaria del embarazo  

 

Al estudiar el tratamiento jurídico que se le ha dado a la interrupción voluntaria del 

embarazo en Uruguay, se observa que en un comienzo se incluyó al aborto dentro de los 

delitos contra la persona, en el primero de los códigos penales que tuvo el país. 

Sin embargo, el Código IruretaGoyena de 1933, que estuvo vigente entre 1934 y 1938, 

señaló que el aborto por voluntad de la mujer no constituía un delito; únicamente se lo 

catalogaba como delito si se realizaba sin consentimiento de la mujer o le causaba la 
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muerte. Durante estos años, los informes parlamentarios indican que bajó la estadística 

de complicaciones por interrupción del embarazo y que no aumentó el número de 

abortos inducidos (Sapriza, 2011).  Pero esta medida contó con una dura oposición 

conservadora y católica, la cual fue una de las razones para que en 1938 se aprobara la 

penalización del aborto. 

Desde ese momento, el Código Penal de Uruguay estableció penas de prisión que iban 

desde los tres a los nueve meses para las mujeres que se practicaran voluntariamente un 

aborto (Art. 325), y penas de seis a veinticuatro meses de prisión para quien colaborara 

en su realización (Art. 325. bis). Se preveían, no obstante, cuatro causas atenuantes y 

eximentes de pena en el Art. 328: honor, violación, razones de salud y angustia 

económica, pero únicamente en caso de que el aborto fuera practicado por un médico 

dentro de los primeros tres meses de la concepción (salvo en el caso de que se practicara 

por riesgo de salud de la mujer).  

Mientras el aborto inducido fue un delito realizado al margen de las esfera público-

estatal, distintas investigaciones señalaron que continuaba siendo una práctica 

ampliamente extendida en Uruguay. Durante el extenso período que abarca desde 1938 

hasta 2012 (año en el que se produce un cambio legal), el aborto se practicaba 

clandestinamente y en condiciones de riesgo, limitando directamente la plena 

concreción de los derechos de las mujeres21. 

El 22 de octubre de 2012 fue aprobada la ley 18.98722, de Interrupción voluntaria del 

embarazo. Esta ley establece en su artículo 2° la despenalización del aborto inducido, 

siempre y cuando se realice durante las primeras semanas de gravidez a través de un 

procedimiento de consultas que involucra directamente a las instituciones del Sistema 

Nacional Integrado de Salud.  

La ley 18.987 no legaliza el aborto sino que lo despenaliza bajo ciertas condiciones, por 

lo cual las penas establecidas en el Código Penal se mantienen si éstas no se cumplen. 

                                                             
21  De las estimaciones cuantitativas sobre el número de abortos inducidos en el marco del 
contexto restrictivo, la última disponible -que tiene más de diez años- era previa a la difusión masiva del 
método químico (con medicamentos) en el circuito clandestino. Para ese entonces, donde el 
procedimiento se canalizaba principalmente a través de clínicas, se estimaban 33000 abortos inducidos 
sobre 47000 nacimientos (Sanseviero, 2003). 
22  Para acceder al texto completo de la ley, véase: 
http://www.parlamento.gub.uy/leyes/AccesoTextoLey.asp?Ley=18987&Anchor= 
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Un mes después de la aprobación de la ley 18.987 el Poder Ejecutivo estableció su 

reglamentación a través del decreto 375/012, en el que se indica que las instituciones y 

el personal de salud que interviene en la interrupción del embarazo deben regirse por los 

principios de confidencialidad, consentimiento informado y respeto a la autonomía de la 

voluntad de la mujer, y se establecen los requisitos para acceder al procedimiento. 

Acorde con lo indicado por la ley 18.987, allí se reafirma que quienes podrán acceder a 

la interrupción del embarazo que regula la ley son las ciudadanas uruguayas naturales y 

legales, así como las extranjeras con más de un año de residencia (artículo 3°). 

Asimismo, se indica que la interrupción voluntaria del embarazo debe realizarse en el 

plazo de doce semanas de gestación bajo las circunstancias y requisitos que establece la 

normativa, lo que no rige únicamente para ciertas excepciones que prevé la ley (riesgo 

de vida y salud grave de la mujer, malformación fetal incompatible con vida 

extrauterina y violación). 

En cuanto al procedimiento, la reglamentación establece que las mujeres deben solicitar 

una consulta médica ante su prestador de salud, manifestar al médico/a que las atienda 

que tienen voluntad de interrumpir su embarazo , tras lo cual la o el profesional de la 

salud realiza una derivación ante un equipo interdisciplinario (que según el inciso 2 del 

artículo 3° de la ley 18.987 deberá estar integrado por al menos tres profesionales, "de 

los cuales uno deberá ser médico ginecólogo, otro deberá tener especialización en el 

área de la salud psíquica y el restante en el área social"). Este equipo, actuando 

conjuntamente, "deberá informar a la mujer de lo establecido en esta ley, de las 

características de la interrupción del embarazo y de los riesgos inherentes a esta 

práctica. Asimismo, informará sobre las alternativas al aborto provocado incluyendo los 

programas disponibles de apoyo social y económico, así como respecto a la posibilidad 

de dar su hijo en adopción" (ley 18.987, artículo 3°, inciso 3). 

Según establece la ley, el equipo "deberá constituirse en un ámbito de apoyo 

psicológico y social a la mujer, para contribuir a superar las causas que puedan inducirla 

a la interrupción del embarazo y garantizar que disponga de la información para la toma 

de una decisión consciente y responsable" (ley 18.987, artículo 3°, inciso 4) . 

A partir de que se recibe el asesoramiento, está pautado un período mínimo de cinco 

días (que la ley denomina como "período de reflexión") para que la solicitante 

manifieste que mantiene su voluntad de interrumpir el embarazo. De ser así, debe 
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solicitar una consulta con un ginecólogo y expresarse a través de un consentimiento 

informado; según establece la reglamentación en su artículo 9°, será el profesional de la 

salud quien, "en el marco de la relación médico paciente", determinará el procedimiento 

de interrupción del embarazo a seguir. 

Tanto en la ley como en su decreto reglamentario, se establece que pueden existir en las 

instituciones de salud objeciones de ideario 23, así como también objeción de conciencia 

en el caso de las y los profesionales de las salud que intervienen directamente en la 

práctica del procedimiento de interrupción. Es importante indicar que no obstante, la 

objeción de conciencia sólo se aplica a la realización del procedimiento y por tanto no 

comprende las etapas de asesoramiento. 

Según cifras difundidas por el Ministerio de Salud Pública, en el período que abarca 

desde diciembre de 2012 -mes en el que comenzó a regir la normativa- a mayo de 2013, 

se habrían producido 2550 procedimientos legales de interrupción del embarazo.  

Retomando nuevamente las palabras de López Gómez en lo que tiene que ver con las 

dificultades que presenta esta nueva ley, se observa que "el propio texto de la ley es casi 

un reglamento, por lo cual la reglamentación que a su vez hace el ministerio sobre el 

texto de la ley no le ha dejado mucho margen para poder hacer una lectura más flexible 

de algunas cosas porque la propia ley es muy pautada, lo que fue parte de la estrategia 

política de los sectores más conservadores dentro del Parlamento. La ley que tenemos 

de interrupción voluntaria del embarazo (y la reglamentación, por lo tanto), establece 

una ruta crítica que, para que las mujeres puedan acceder efectivamente al 

procedimiento, lo que genera es una serie de dispositivos de control de la decisión de la 

mujer, lo que tiene varios problemas no solamente de los plazos y de los cumplimientos 

de los tiempos, sino además en términos de lo que implica como el tutelaje de la 

capacidad de las mujeres de tomar una decisión, porque las mujeres pasan por lo menos 

tres o cuatro instancias de consulta con distintos profesionales, y si finalmente sostienen 

su decisión de interrumpir el embarazo acceden al procedimiento, y aquí aparecen 

nuevos problemas. Uno es la objeción de conciencia, un 30% de los ginecólogos 

                                                             
23  Según la reglamentación, la "objeción de ideario" se configura "cuando surja de los estatutos 
de un Prestador de Salud Privado disposiciones que determinen o de las que se pueda inferir que las 
mismas no realizarán procedimientos de interrupción voluntaria del embarazo que se regulan en los 
artículos 1, 2 y 3 de la ley 18.987, a su vez dichas disposiciones deberán estar vigentes previamente a la 
entrada en vigencia que la ley que se reglamenta" (decreto N°375/012, artículo 21°). En los hechos, dos 
instituciones se acogieron a la "objeción de ideario": el Hospital Evangélico y el Círculo Católico. 
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objetaron a lo que se llama el IVE 3, que es el tercer paso, precisamente el paso de 

acceso al procedimiento (es decir, los ginecólogos por ley no pueden objetar hacer 

asesoramiento si están en el IVE 1 y el IVE 2, pero sí pueden en el IVE 3, el resto de los 

integrantes del equipo que son de las ciencias humanas, sociales no pueden objetar). 

Ahora, la objeción por parte de los ginecólogos es un problema de accesibilidad real, 

sobre todo en el Interior del país pero también en Montevideo; la objeción por ideario 

institucional que la ley la prevé para algunas instituciones también es una especie de 

hecho insólito,  porque en realidad debe ser la única en el mundo que prevé esto, tuvo 

que ver con el lobby de los centros religiosos, católicos, y lo otro es que el 

procedimiento está sesgado a la medicación, no es un tema menor, porque si bien en el 

mundo en general la medicación o el uso del misoprostol o el misoprostol combinado 

con mifepristona es uno de los métodos más seguros de aborto en determinado período 

de tiempo(previo a las 12 semanas), el que las mujeres no tengan abierta la posibilidad 

de elegir el método-si es un método quirúrgico o es un método con medicamentos- no es 

un tema menor en términos de la decisión, porque en realidad se debería garantizar 

ambos métodos(...) En realidad lo que está sucediendo es que a las mujeres básicamente 

les recetan la medicación, adquieren la medicación a un costo muy bajo en los servicios 

de salud, o gratuito, y tienen que hacerlo en su casa, por lo cual también el hecho está 

vinculado a los recursos de apoyo familiar que tenga la mujer (a nivel social, cognitivo, 

subjetivo), de entender, de decodificar el dolor, de entender cómo es el proceso. Es 

decir, ahí hay otros componentes de los que el servicio de salud se retira, la mujer se 

vay después tiene que volver, y de hecho la mayoría de las mujeres si resolvieron el 

problema después no vuelven (...) Me parece que ahí hay un problema que iremos 

viendo cómo se va desarrollando (porque es muy reciente también la implementación), 

yo pienso que ahí hay un problema que hay que estar muy atentos que tiene que ver con 

los abortos que transcurren en sistemas clandestinos igualmente. [Resulta preocupante] 

que las mujeres terminen realizándolo por fuera de esta ruta que les plantea la ley, de 

hecho tuvimos una muerte la semana pasada, cosa que hacía tiempo que no sucedía, y 

fue en un marco de aborto legal".  
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La agenda que viene 
 

Como primer punto, yo creo que hay un tema que tiene que ver con la instrumentación de lo que 
hay, eso no es menor, garantizar efectivamente el acceso a los derechos;  segundo, creo que hay 
que trabajar mucho mas en las políticas sociales (…) Creo que hay una excesiva  mecanización de los 
derechos y que hay que integrarlos realmente a las políticas sociales. Me parece que en eso el INJU 
está haciendo un esfuerzo interesante en sus planes de juventudes, pero sigue siendo un  tema 
poco integrado y en las políticas sociales en general me parece que hay un déficit no menor. Creo 
que hay un capítulo no menor, de una de las cuatro conferencias del seguimiento de ciclo, que tiene 
que ver con la salud reproductiva de los hombres, para el cual no hay ninguna oferta, me parece 
que es un problema serio porque en la medida que esto no comience a revertirse en términos de 
acceso a los derechos y responsabilidades, también es muy difícil transformar las relaciones de 
género y su impacto en la sexualidad y la reproducción. Me parece que hay un tema no menor y hay 
toda una agenda relativamente nueva que tiene que ver con la población trans, que está 
empezando a trabajarse más seriamente, pero todavía hay que seguir trabajando en términos de 
acceso a derechos en el campo de la salud sexual y reproductiva y llegar a todo el capítulo de 
diversidad  sexual, pero particularmente me parece que la población trans es un desafío mayor aún 
en términos de lo que implica la prestación de la atención, por ejemplo, no solo de la atención 
sanitaria o de la atención educativa. Es importantísimo, a pesar que no es un tema de numerosidad, 
es un  tema de reconocimiento de identidades.Y yo creo que hay que hacer un esfuerzo para ajustar 
cosas, obviamente habrá que esperar nuevas legislaturas y el tema es difícil de reabrir, pero bueno, 
en algún momento hay que hacer algún ajuste a esa ley. Va a ver que ir viendo a medida que se va 
implementando, yo creo que la ley es mejorable, sabemos que reabrir un capítulo de discusión de 
este tipo es  muy complicado y hay que ver si es pertinente (....). Pero me parece que hay que ver de 
qué forma se puede mejorar esto, no solamente en términos de asegurar o mejorar la accesibilidad 
sino también porque tiene que ver con un tema de reconocimiento de las mujeres como ciudadanas 
plenas, es una lucha con largo aliento pero que tiene en el aborto una batalla fundamental, 
entonces me parece que ahí va a haber que trabajar también dentro del sistema de salud con los 
profesionales, con los actores políticos. Veremos qué pasa con un nuevo gobierno en términos de 
cómo incorporan esos puntos, y con la ciudadanía, me parece que es un punto clave para proteger 
las conquistas y no retroceder; porque eso hay que saberlo, es un terreno de una lucha ideológica 
donde se puede avanzar y también se puede retroceder, si no se está atento a eso. 

 
Alejandra López Gómez, MYSU 
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www.presidencia.gub.uy 
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http://www.rightingfinance.org/wp-content/uploads/2013/09/Download-full-synthesis-
Spanish.pdf 
 
Red Uruguaya contra la violencia Doméstica y Sexual 
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